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 SEQ CHAPTER \h \r 1- En la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, a la hora 11.10 del martes 24 de noviembre de 2009, en el Consejo de la Magistratura de la CABA, con la presencia de los señores consejeros doctores Liliana Blasi, Horacio Corti, Eugenio Cozzi, Mabel Daniele, Mauricio Devoto, Julio De Giovanni, Juan Pablo Mas Velez, María Teresa del Rosario Moya y Gabriel Vega; del señor administrador general, doctor Pablo Casas; del señor secretario de Coordinación, doctor Mariano Heller; y del señor Secretario de Legal y Técnica, doctor Diego Duquelsky. 
Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Queda abierta la sesión.

1) Primer Encuentro de REDEX Argentina.

Dr. Duquelsky.- Quedó sin votar de la sesión anterior la nota del CEJA sobre publicación del libro 1° Encuentro de REDEX Argentina.

· Se aprueba.

2) Conflicto de poderes. 

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Comenzamos el tratamiento del conflicto de poderes.


Si les parece, escuchamos primero las distintas posiciones que puedan existir y después, en base a eso, vamos determinando cuáles son los puntos sobre los que nosotros tenemos que tomar decisiones. Espero que no se nos arme un rompecabezas; y si se nos arma, que lo podamos diseñar bien.


Horacio.

Dr. Corti.- Hay muchos aspectos sobre los cuales tenemos que opinar. A mi entender, la idea general que tenemos que tener como norte es que nosotros somos demandados en un conflicto de poderes donde supuestamente hay magistrados que ejercieron o se excedieron o, según el término bastante sugestivo que se utiliza en varias oportunidades, donde hubo un desborde de los jueces en el uso de sus competencias. Desde mi óptica no se dio esa situación ni nada que se le parezca, sino que hubo el ejercicio regular de las competencias, más allá de lo que uno pueda discutir sobre el contenido mismo de cada una de las decisiones tomadas. Creo que el sentido final de la estrategia es hacer esa defensa como demandados. Luego, en esa defensa hay un sinnúmero de aspectos respecto de los cuales creo que nos podíamos poner todos de acuerdo. Lo más claro que se me fue ocurriendo a mí para desarrollar el asunto es que tenemos que debatir respecto de aspectos procesales sobre la cuestión de la admisibilidad. A pesar de que es bastante tajante el Tribunal en sus apreciaciones, creo que nosotros tenemos la oportunidad de expresar nuestra opinión sobre la admisibilidad y proponer que esa admisibilidad que se declaró pueda ser revisada en todo o en parte, porque finalmente no hubo una reflexión del Tribunal sobre los límites de lo que declaraba admisible; a lo sumo, hizo una declaración genérica pero no hizo mayores precisiones. Entonces, creo que podríamos señalar por un lado que se revea el juicio de admisibilidad. En ese punto creo que es razonable aplicar analógicamente el código contencioso y así como en un juicio ordinario un juez, previa vista al fiscal, declara la admisibilidad, siempre existe la posibilidad de que las partes planteen la excepción de la habilitación de instancia, donde finalmente aquello que se evalúa es si las condiciones de admisibilidad de la acción están reunidas o no; y, más allá de eso general, a su vez creo que hay argumentos para sostener que, aun cuando la acción se considere admisible, pueden ponerse en duda los límites en los cuales esa admisibilidad se declaró. Señalo todo esto como para desarrollar la mayor cantidad posible de argumentos, y debatirlos. Este es un primer aspecto procesal. Si quieren después podemos ir más a lo particular. Por ahora estoy señalando el esquema global...

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Tenemos que definir sobre qué tema tenemos que emitir nuestra opinión…

Dr. Corti.- Hacia dónde vamos.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Sobre qué tema tenemos que emitir nuestra opinión: es decir, si es sobre el tema de las competencias que tienen los jueces…

Dr. Corti.- En realidad, lo primero que tenemos que decidir, como dije, es cuál es el norte de nuestra estrategia general, global; y después ver cómo las diferentes partes de nuestra posición forman parte de esa estrategia.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Lo que pasa es que antes de fijar una estrategia yo creo que deberíamos definir qué es lo que tenemos que hacer y después, en base a lo que tenemos que hacer, diseñar la estrategia.

Dr. Corti.- Y, lo que tenemos que hacer es contestar una demanda en la cual somos demandados.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- ¿Pero qué es lo que tenemos que contestar?

· Varios consejeros hablan a la vez.

Dr. Corti.- Mi conclusión sobre ese aspecto procesal es que no están dadas las condiciones de admisibilidad para que se plantee un conflicto de poderes. Este es el primer punto de discusión procesal donde yo, a su vez, señalé como dos niveles. Para mí no lo hay ni en general… A su vez, aun cuando admitiéramos que pudiera haber una admisibilidad general, a pesar de que hay muchas decisiones sucesivas del Tribunal donde va definiendo cosas, no creo que estén aún suficientemente definidos todos los alcances de esa admisibilidad por una serie de peculiaridades procesales que hacen a las diferentes condiciones de admisibilidad de la acción y de algunos requisitos procesales, generales y legales.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Julio.

Dr. De Giovanni.- Yo quiero comenzar con un enfoque parcialmente discrepante con Horacio pero, si se quiere, un poco más amplio, más objetivo. Quiero señalar en primer término que resulta raro, contradictorio, que un organismo colectivo vaya a terminar resolviendo por votación una cuestión jurídica intrincada como la que está planteada en este momento. Quiero señalar también que si comenzamos por analizar los aspectos procesales de una demanda deberíamos comenzar por resolver si nosotros somos pasivamente legitimados, si podemos ser demandados; y aun cuando tomemos una concepción amplia de lo que dice la ley, que habla específicamente de la legitimación activa para defender la independencia del Poder Judicial, a nosotros se nos ha corrido la demanda… Yo no quisiera situarme en la misma posición de un demandado ordinario en un juicio ordinario. Yo creo que estamos en presencia de un tema institucional complejo que a mí me resulta muy difícil de definir técnicamente. Mi experiencia en estos aspectos es el trabajo como abogado. Nunca he sido juez. Entonces, yo estoy acostumbrado a tener que defender la posición de una parte en función de la colaboración que hace el abogado en todo el proceso judicial dando la opinión de una parte. 

Yo quiero comenzar por decir que no me siento demandado en el sentido tradicional de la palabra demandado. Ni siquiera es lo que dice la Procuración o el Poder Ejecutivo, sino que piden que se nos dé traslado de la demanda. 

El segundo tema a considerar es el tema de si existe o si no existe un conflicto de poderes, pero eso en el caso de que nosotros empezáramos por analizar la cuestión como simples demandados, sin plantear antes alguna cuestión previa sobre la legitimación. Aquí yo tengo la impresión personal, y esta es una impresión que yo tengo como abogado, si se quiere, con alguna trayectoria en la ciudad, donde he visto el nacimiento de leyes, la gestación de la Constitución, las atribuciones que se han querido dar al Tribunal Superior en su competencia originaria y exclusiva; así que yo personalmente me inclinaría por una interpretación amplia de la competencia.


Pero ante un planteo que hace uno de los poderes del Estado, no contra otro de los poderes del Estado sino en defensa del cumplimiento de la competencia que cree tener ese poder del Estado, en este caso del conflicto de poderes yo digo que alguien lo tiene que resolver. Entonces, ahora también estamos en presencia de otro órgano judicial que debemos respetar como órgano de la jurisdicción.


Al mismo tiempo nosotros tenemos marcada como una de nuestras obligaciones, el defender la independencia del Poder Judicial. Pero no hay que olvidarse que el Tribunal Superior también es Poder Judicial. Si bien tiene un diseño constitucional distinto, pero eso es organizativo.


En ese sentido, a mí se me plantea un dilema: yo tengo que defender la actuación de los jueces que han tomado resoluciones judiciales y se sienten afectados porque esas resoluciones judiciales en este momento no pueden cumplirse, pero por decisión de otro órgano judicial de la ciudad.


Así planteadas las cosas, yo no me siento en condiciones en este momento de hacer un trabajo de abogados colectivos. Afortunadamente, los órganos colectivos judiciales tienen la posibilidad de que cada juez vote por sus convicciones y se forme una mayoría. Y pueden expresar lo que cada uno piensa. Y lo pueden meditar, y generalmente lo escriben, porque de ese modo se pueden expresar mejor, en casos complejos como este.


Con esto estoy esbozando tal vez la posibilidad de que cada uno de nosotros pueda expresarlo. Realmente no me parece que podamos definir por cinco votos contra cuatro o por seis votos contra tres, cada una de las cosas que tenemos que resolver. Es decir, legitimación, viabilidad de la acción, etcétera. Porque podemos resolver hasta cuestiones que sean contradictorias entre sí en una contestación que debemos hacer, y no quiero usar la expresión contestar la demanda como demandado. 


Yo hago este planteo, con lo cual a lo mejor embrollo todo. Pero creo que el tema es lo suficientemente complejo como para que sea embrollado y no definido como una cuestión colectiva de abogados que trabajan en conjunto o como socios de un bufete que van a resolver cómo contestar una demanda. 

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Julio, te hago una pregunta. En la práctica, ¿vos estarías diciendo que se podría, dentro de esta -entre comillas- contestación, volcar distintas opiniones?

Dr. De Giovanni.- Sí, sí. Esta es una de las ideas que tengo, para ver cómo salimos de esta cuestión institucional muy compleja.

Dr. Corti.- Yo tengo una visión un poco diferente a la de Julio, porque todo acá es “como cuasi”: somos “cuasi” demandados, pero finalmente nosotros actuamos en representación del Poder Judicial, y en ese sentido fuimos convocados a este proceso.


Entonces, tenemos que actuar en representación del Poder Judicial, y yo creo que deberíamos fijar nuestra posición sobre la situación. 


La verdad es que hay una cuestión de procedimiento nuestra de cómo actuar. Pero creo que nosotros somos los legítimos representantes del Poder Judicial, y en todo caso, para mí, es un poco al revés la situación, porque uno podría poner en duda que realmente pudieran ser demandados o “cuasi” demandados cada uno de los jueces, individualmente considerados como órganos individuales cada uno de ellos, encarnados en una persona física, que es la que va a ir en representación del órgano que actuó, todo ello de acuerdo a la interpretación del tribunal. Porque parece justamente más lógico que sea el Consejo, en representación de los jueces en particular o de esos órganos, quienes tienen que presentarse ante el Tribunal Superior.


Para mí eso es lo más técnicamente correcto. Pero, yo me pongo a su vez en el lugar de cada uno de esos órganos y que pueden llegar a decir “sí, a mí me tiene que representar el Consejo”. Entonces, ¿qué podría llegar a pasar si el Consejo considerase allanarse? 

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Perfectamente.

Dr. Corti.-
Creo que es el Consejo el que tiene que asumir la defensa institucional. Pero, ¿qué sucede si no hace la defensa institucional que yo, como órgano individual sí considero que debe hacerse?

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Que coincide con la que haría cada uno de los jueces.

Dr. Corti.- Entonces, desde ese punto de vista, aunque sea un poco curioso, no veo mal que en algún punto ese órgano judicial pueda ir individualmente a ese conflicto ahora.


Si el Consejo efectivamente hiciera su representación institucional y eso efectivamente es satisfactorio para cada uno de los órganos, ahí la situación es un poco diferente (y no hay inconvenientes). 


Pero, a su vez, como el curso de una audiencia tampoco es previsible, ahí se da esa circunstancia curiosa. Pero de lo que no tengo dudas es que nosotros, como Consejo de la Magistratura nos debemos presentar ante el Tribunal Superior, que en esta circunstancia, formalmente, es el tercero imparcial entre los dos poderes que eventualmente, si se admite ese esquema, son los que están en conflicto, que son el Poder Ejecutivo y el Poder Judicial como tal.


Además, tal como está planteado el conflicto, porque es un conflicto que tiene muchísimos aspectos sustanciales y de fondo, que tiene muchos aspectos en lo dicho y en lo no dicho, en lo que significa y en todo lo que está implicado, es muy difícil resolver cómo deliberar todos esos asuntos y cómo unificar una posición.


Por eso, lo primero de todo, más allá de los debates particulares, es entender cuál es el norte que tiene el Consejo: en un sentido jurídico, de cómo enfoca el asunto y de su posicionamiento político.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Estoy totalmente de acuerdo con vos.

Dr. Corti.- Porque puede ser que acá haya una mayoría y yo veo mi situación de ser eventualmente minoría, o de cualquier otro que tenga una posición muy diferente. Para mí no sería muy prolijo que esas posiciones estuvieran en un escrito. Porque un escrito debe tener una dirección.


Ahora bien, nada impide que un consejero exprese su posición individual en esa audiencia, que finalmente es una audiencia en la que van a estar todos los jueces, va a estar el procurador y el Tribunal Superior. Lo pienso ahora en voz alta simplemente como una hipótesis, porque finalmente ustedes pueden llegar a una posición y yo considerarla totalmente insostenible, y quisiera tener el derecho de expresarla en esa audiencia.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Mabel.

Dra. Daniele.- En relación con lo que dice Julio, para no enredarnos con clasificaciones o con temas semánticos, el Tribunal Superior declaró la admisibilidad del conflicto, y luego corrió traslado de la demanda por 30 días corridos al Consejo de la Magistratura y también a algunos jueces.


De modo que nos llamemos como nos llamemos, nosotros tenemos que contestar el traslado de esa demanda. 

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Estamos de acuerdo.

Dra. Daniele.- Ahora, como Consejo de la Magistratura, por lo tanto, el problema es que al ser un cuerpo colegiado tenemos que, por lo menos, hacer lo que propone Horacio, que es establecer la estrategia para contestar la demanda y luego si, tal vez, ver si podemos sacar algunas conclusiones respecto de los temas más importantes: legitimación activa, pasiva, etcétera. Una de las primeras cuestiones a determinar es si esta declaración de admisibilidad, coincido en esto con Horacio, es procedente o no y luego, a su vez, si  aun cuando hipotéticamente el Tribunal decidiera mantener la admisibilidad, la declaración de admisibilidad, en el fondo de la cuestión lo que tenemos que ver es si hay conflicto o si no hay conflicto. Al respecto debemos tener muy claro entre quienes está trabado el conflicto. La demanda la hace el procurador Pablo Tonelli. Él es el órgano que hace la demanda. Luego, el Tribunal llamó a ratificar al jefe de gobierno. La demanda está instaurada por el procurador de la Ciudad. En ella establece cuales son los puntos que a su criterio dan origen al conflicto de poderes. Eso es lo que nosotros centralmente tenemos que contestar como cuerpo, como cabeza del Poder Judicial. El conflicto no lo plantea la Legislatura con el Poder Judicial y tampoco lo plantea el Tribunal Superior con el resto del Poder Judicial. El Tribunal Superior es el tribunal que, según la Constitución, tiene competencia originaria para resolver un conflicto de poderes planteado entre poderes. Acá los poderes en conflicto son el Poder Ejecutivo de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y el Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, representado por el Consejo de la Magistratura. Esto es lo que debemos tener claro. No tenemos un conflicto con la Legislatura y tampoco con el Tribunal Superior. El Tribunal simplemente va a dictar una sentencia. Ahora, si hay algunos aspectos procesales, alguna medida cautelar o alguna decisión interlocutoria que ha dictado el Tribunal Superior, con el mayor de los respetos, como se hace siempre, por cualquier juez, simplemente se tendrá que impugnar lo que se haya dicho. El Tribunal Superior, en el expediente, cuando uno lo compulsa, ya ha tomado algunas decisiones que nos han sido notificadas, la medida cautelar y algunas decisiones de tipo procesal: cómo se cuentan los días, si corresponde o si no corresponde presentar excepciones de previo y especial pronunciamiento; y lo que ha dicho es que todas las cuestiones, todos los conflictos que estén planteados se van a resolver en la sentencia de fondo. De modo que todo aquello que nosotros queramos plantear tiene que estar volcado en esta contestación de demanda para que después el Tribunal Superior, simplemente, decida. Esta es la posición que el Consejo tiene que tomar. Es complejo, pero no tenemos otra alternativa que tomarla por mayoría, por lo menos por la estrategia. Ahora, si hay algún punto en particular en el cual no nos ponemos de acuerdo, no alcanzamos alguna mayoría, veremos la forma en que se resuelve o si lo dejamos librado a las resultas de la estrategia general, porque si como estrategia general decidimos contestar demanda y decimos, por ejemplo, que no existe conflicto de poderes, no podríamos decir que no somos legitimados pasivamente. Entonces, hay algunas cosas que si nosotros definimos claramente cuál es la estrategia principal, lo demás va a ser menor.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Yo hubiera preferido hacerlo al revés, pero si quieren empezar por la estrategia deberíamos primero resolver qué tipo de contestación vamos a hacer; es decir, si es una contestación de demanda común y corriente y tenemos que tener una mayoría, o si consideramos, como dice Julio, que se trata de un proceso especial o de una contestación especial dentro de un proceso especial o de un proceso complejo como lo ha establecido el Tribunal Superior.


Entonces, tendríamos que definir si vamos a contestar la demanda con una sola opinión mayoritaria, es decir, tomada por mayoría o si, en el caso de que no existan opiniones convergentes, lo haremos de forma distinta.

Dra. Daniele.- Yo ya me expedí.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Sí, claro, porque son distintas formas de considerar el proceso.

Dra. Daniele.- Lo que pasa es que en cualquier contestación de demanda con dos o tres opiniones distintas, uno va con una debilidad tan espantosa que más vale no contestarla.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Depende, porque si yo te digo mi opinión sobre lo que para mí es este proceso, sobre lo que para mí implica la contestación de la demanda y que es lo que el Tribunal Superior nos está pidiendo a nosotros; si yo te digo qué es lo que pienso al respecto, vas a ver que para mí no tenemos que contestar de esta forma. Pero como quieren empezar por la estrategia primero…

· Varios consejeros hablan a la vez.

Dr. Corti.- ¿Qué es lo que vos pensaste, entonces?

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Quiero empezar por el primer punto que dijo Horacio que está vinculado a qué debemos contestar nosotros. 
Horacio señaló si nos teníamos que meter con las competencias de los jueces y actuar en representación de ellos, o no; o si lo hacemos, cómo después jugaría después la opinión personal de cada uno de los jueces respecto de la decisión que tomemos nosotros.


Yo respecto de esto –se los voy a leer- entiendo que el Consejo de la Magistratura, como surge del traslado y después de otras resoluciones que fue dictando…, porque también tenemos que reconocer que muchas de las cosas que yo entiendo ahora no me surgen simplemente del traslado de la demanda o de la contestación de admisibilidad del Tribunal, sino también de todas las cosas que ha ido diciendo después.



Entiendo que se trata de un proceso complejo –el mismo Tribunal entiende que es complejo-, por lo tanto debemos analizar y entenderlo bien. Entiendo que el Consejo no ha sido llamado para expedirse sobre la competencia de los jueces. A diferencia de lo que decís vos, yo entiendo que no hemos sido llamados y no lo tenemos que hacer, y está bien que no lo hagamos, ya que ello implicaría emitir opinión sobre el ejercicio de facultades que son propias de los jueces y no del Consejo de la Magistratura. Expedirse en un sentido determinado y pretender que esta opinión influya o sea tenida en cuenta en un caso concreto permitiría que en otro momento, y según la conformación del Consejo –si nos expedimos por mayoría-, el mismo consejo puede expedirse en sentido contrario, y con esto estar contrariando lo que puedan llegar a opinar, en este caso, los jueces, que son los que efectivamente tienen la competencia.


Esta actitud va en contra de una de las funciones que como Consejo tenemos que tener, que es defender la independencia de la judicatura. O sea, la independencia del Poder Judicial la podemos entender de dos formas: o asumiendo la representación de los jueces, que yo creo que no tenemos que hacer, o permitiéndoles a los jueces que ellos ejerzan sus funciones con la mayor libertad posible, como lo vienen haciendo, y darle la posibilidad de que en un proceso determinado puedan expresarse y manifestarse.

Dr. Corti.- ¿Puedo preguntar qué es lo que tenemos que hacer, según tu óptica?

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Ahora te digo.


Nosotros como Consejo nunca nos pronunciamos ni hemos pretendido influir en las decisiones de los jueces ¿no?; no lo hemos hecho, ¿no?, porque en algunos Consejos de la Magistratura, de repente, se hace-, estén los consejeros de acuerdo o no con las decisiones o medidas que ellos toman. Todos hemos trabajado así y, por suerte, no hemos tenido ningún problema con eso. Y mucho menos nosotros los hemos presionado mediante explicitación directa o indirectamente acerca de criterios de actuación, cualesquiera que sea el sentido de ellos.

Dra. Daniele.- Sería absolutamente inconstitucional.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Totalmente. Estoy de acuerdo, pero quiero recalcar, porque en algunos casos ha habido situaciones de este tipo en otros Consejos de la Magistratura y no en este.


Son los jueces y no el Consejo de la Magistratura los que detentan las competencias. Ellos han sido los citados a expedirse sobre el ejercicio y competencias en los casos particulares. Acá coincido con el Tribunal Superior en cuanto a que a ellos les corresponde defender sus competencias. Repito que como Consejo no podemos fijar criterios generales de actuación, ya que ello redundaría en limitar la independencia de los jueces. Lo que en un caso concreto, en este, parecería ser una especie de defensa de la actuación de los jueces en defensa de la jurisdicción, en otro caso podría resultar su condena. En este sentido quiero hacer una analogía que surge del voto del doctor Lozano en el expediente 4133, denominado “Jefatura de Gobierno de la Ciudad contra Legislatura de la Ciudad de Buenos Aires sobre conflicto de poderes”, del año 2005.


El jefe de Gobierno, titular del Poder Ejecutivo, ha denunciado una interferencia de la Comisión Investigadora de la Sala Acusadora de la Legislatura con lo que estima su prerrogativa de controlar en exclusividad a la titular de la Sindicatura General, y requerido de este Tribunal que ejerza sobre él la competencia del artículo 113, inciso 1, de la Constitución. Dicha comisión desarrolla su labor en el seno de la Sala Acusadora de la que depende. Corrido un traslado del pedido de medida cautelar que acompaña ese planteo, el presidente de la Legislatura o vicepresidente 1°, presidente también de la Sala Acusadora, solicita que el trámite sea trabado con la Legislatura y no con la Sala Acusadora, toda vez que la Sala Acusadora no sería apta a ese fin por no ser una persona jurídica. Acá estoy haciendo el paralelismo entre lo que es Legislatura-Consejo de la Magistratura, Sala Acusadora-jueces.


Sigue diciendo: si la calidad de persona jurídica fuese un extremo necesario para ser parte en un conflicto de los que contempla el artículo 113, inciso 1, el ejercicio de esa competencia del Tribunal Superior de Justicia quedaría desprovisto de toda ocasión. Ello así, porque los que contempla son conflictos internos a una misma persona: el Gobierno de la Ciudad, protagonizados por algunos de sus órganos en cuanto ejercen competencias que, por su índole, merecen la calificación de “poderes”, y cuyo ejercicio cruzado puede resultar en interferencias que el constituyente consideró indeseables, y a cuya redención destinó una competencia del Tribunal Superior de Justicia. En otras palabras, si la condición de persona fuere una exigencia para ser parte, ni la Legislatura ni el jefe de Gobierno podrían serlo, pues lo muy elevado de su función no los convierte en sujetos de derecho.

Visto desde otro ángulo, las controversias judiciales, tengan la forma estricta de una causa como ocurre con la mayoría de ellas, o no, como ocurre con la presente –y en esto voy a lo que dice Julio-, tienen en común que se traban entre quienes —personas, generalmente, u órganos como en este caso— poseen o pretextan algún poder de disposición acerca de la materia controvertida; más aún, sería inconcebible una controversia si los contendientes no asumieran recíprocamente esa capacidad.


Con esto termino. Ello sentado, no hay razones en la Constitución de la Ciudad de Buenos Aires para trabar el presente conflicto con la Legislatura. Hacerlo supondría convertir en parte del debate a un órgano que no generó el conflicto, ni pudo generarlo, ni puede desactivarlo. Precisamente por ello, daría ocasión a situaciones bien alejadas de lo que la Constitución busca con la división de atribuciones que ha instalado. Por ejemplo, una Legislatura –ergo, Consejo de la Magistratura- que discrepara con la Sala Acusadora –por ejemplo, alguno de los jueces-, cosa no imposible –y aquí estoy en lo que dijo Horacio-, podría allanarse en perjuicio de las competencias de esta última. En otro escenario, una Sala Acusadora que viera interferidas sus competencias no podría plantear el conflicto del artículo 113, inciso 1, puesto que el artículo 11 de la ley 402, en la lectura literal que abona la tesis que desecho, no la identifica como actora, no obstante que su poder es uno previsto en el Título III del Poder Legislativo de la Constitución.


Sustituir a la Sala Acusadora por la Legislatura –sustituir en este caso a los jueces por el Consejo de la Magistratura- como parte demandada convertiría el proceso en una parodia. Por ello corresponde dar traslado de la demanda a la Sala Acusadora.


Con esto les quiero decir que entiendo que nosotros no hemos sido llamados a opinar sobre... Primero, no hemos sido llamados a defender las competencias de los jueces, porque lo tienen que hacer ellos, y para ello han sido citados y se les ha dado traslado de la demanda, sino para emitir nuestra opinión institucional sobre el caso en particular, no sobre las competencias de los jueces.


¿Cuál es mi opinión? ¿Hasta dónde creo que nosotros podemos emitir opinión en este caso? Primero, sobre la definición de conflicto de poderes, cuál es el conflicto de poderes, y sobre los hechos que nos han explicado, si nosotros podemos llegar a considerar que esto puede ser motivo de un conflicto de poderes.


Creo que nosotros podríamos llegar hasta ahí y nada más. No podemos nosotros salir a decir o dar una opinión respecto de que hay conflicto de poderes, o de que no hay conflicto de poderes porque no nos corresponde a nosotros, y llegar solamente hasta sostener una posición, en potencial, de que podría haber un conflicto de poderes.

Dr. Corti.- No te llego a entender mucho. 


Pero a nosotros nos llaman institucionalmente…

Dra. Daniele.- Exacto.

Dr. Corti.- … en representación del Poder Judicial. En representación del Poder Judicial tenemos que emitir nuestra opinión institucional sobre todos los aspectos que hacen al objeto de este extraño conflicto.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Yo entiendo que a nosotros no nos corresponde expresarnos sobre la competencia de los jueces.

Dr. Corti.- Y en este punto tiene razón el Procurador, porque el procurador dice “córrase traslado de esto al Consejo de la Magistratura”. El Tribunal -como dijo en una resolución, contestándole creo que al Dr. Scheibler- dijo: lo que a usted finalmente le estoy tratando de resguardar, además de esto que ya está resguardado institucionalmente, es su derecho de defensa en particular, su situación en particular, pero es como algo suplementario al conflicto que acá está planteado entre alguien que es el actor, que promueve una demanda (y que utiliza de forma directa o analógica todas las categorías procesales y hace una demanda y dice que acá hay un conflicto de poderes), y de ese conflicto de poderes se nos corre traslado a nosotros como demandados, “cuasi” demandados, contraparte, justamente para nuestra visión institucional del asunto.


Esta visión institucional implica, a su vez, expedirnos sobre una serie de aspectos del propio conflicto, que justamente tiene aspectos procesales, aspectos fácticos, aspectos de fondo…

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Podemos entonces dar nuestra opinión sobre la admisibilidad.

Dr. Corti.- Sobre eso es que tenemos que expedirnos, entre otras cuestiones.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Estoy de acuerdo.

Dr. Corti.- Lo que estamos debatiendo es si existen las condiciones formales para que este conflicto se plantee o no. Esa es la admisibilidad.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Correcto. Podemos opinar sobre esto.

Dr. De Giovanni.- Quiero hacer una pequeña acotación nada más.

Dr. Corti.- Concluyo.


Luego de todo eso, ¿cuál es nuestra opinión institucional sobre el problema en cuanto tal? Por más que evidentemente nuestra situación es muy difícil, no me parece que sea responsable eludir cualquiera de estos aspectos diciendo que es algo que no nos corresponde.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Yo entiendo que no nos corresponde.


Julio.

Dr. De Giovanni.- A lo que quiero ir es a esto. Llevada tu posición hasta las últimas consecuencias, Horacio, es como si nosotros tuviéramos la tutoría de los jueces como si fuéramos una especie de representación necesaria como la que tienen los menores, pero sin embargo somos una institución. Esto con todo el debido respeto a los jueces. Pero da la sensación, si lo llevamos a términos extremos…


Porque yo empezaría por preguntarme lo siguiente. ¿Por qué nosotros somos demandados, para usar la palabra demandados? El Consejo de la Magistratura tiene una representación legal. Entonces, si esa representación legal, que para mí es activa y no necesariamente pasiva, nosotros la tomamos en extremo, entonces vamos a la tesis de que nosotros somos la representación de los que están en conflicto, y somos la representación de los jueces de primera instancia que supuestamente para el Poder Ejecutivo han creado el conflicto.


Me parece que tenemos un papel institucional distinto. Esa es la acotación. Pero me estoy excediendo y tienen que hablar los demás consejeros.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Liliana, Mabel y Gabriel.

Dra. Blasi.- Quería aclarar que en este punto estoy totalmente de acuerdo con lo que dijo el doctor Horacio Corti.


Como institución, el Consejo es el que representa al Poder Judicial y tenemos por ello que dar una contestación, primero en base a si es admisible o no la demanda, aunque esto sea la opinión de algunos de nosotros. Es decir, estoy de acuerdo en que se respete la mayoría y que no queden en la contestación -porque no sería lógico de una contestación- los argumentos de cada uno, que sí después en la audiencia se podrían ir a dar. Pero hay que contestarla como institución, representando al Poder Judicial.


Es más todavía. La ley 402 dice que el Consejo representa al Poder Judicial en el caso de ser actor en un conflicto o en un posible conflicto de poderes 


Yo creo que el Tribunal, en un sentido amplio y analógico, entendió correctamente en este caso que como demandado también corresponde al Consejo como institución presentar una opinión. Quedando aclarado que los jueces van a tener el derecho de defenderse en el momento oportuno,  en el tiempo oportuno también.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Mabel.

Dra. Daniele.- Cuando se plantea la demanda, en el objeto el procurador dice que solicita que se declare que el acto institucional complejo de nombramiento de un juez del Tribunal Superior de Justicia en sus distintas etapas es de competencia exclusiva y excluyente del Poder Ejecutivo y del Poder Legislativo y que, por lo tanto, los jueces del fuero contencioso administrativo y tributario carecen de competencia constitucional para disponer medida alguna que interfiera, altere o afecte de cualquier modo la realización de dicho acto. 


Y a fojas 57 del expediente del Tribunal, en el punto 2 de su escrito dice: “De esta manera, ante las vías de hecho adoptadas por miembros del Poder Judicial, se promueve esta demanda y se solicita que se declare la incompetencia del Poder Judicial para llevar a cabo los actos que aquí se han relatado”.


De modo que el actor en este juicio ordinario, no ordinario, extraordinario o como lo quieran llamar, el actor plantea la demanda como conflicto de poderes con el Poder Judicial. Si bien da algunos ejemplos de cómo, en su criterio, se habría interferido en estas facultades que él cree exclusivas y excluyentes de los otros dos poderes, dice que ningún juez del fuero contencioso administrativo -y no discrimina tampoco instancias- ni de primera instancia ni de la cámara pueden interferir en esto porque no es competencia del Poder Judicial.


Cuando la ley 402 establece como legitimado activo al Consejo de la Magistratura y dice que si un juez en particular siente que hay una lesión a la competencia del Poder Judicial o a su competencia por los otros poderes, el que lo representa es el Consejo de la Magistratura. Entonces, ¿cuál es la razón por la que debería representarlo cuando él tiene que hacer algo más grave, que es plantear conflicto a otro poder, que defenderse de un conflicto de poderes que ha sido planteado por otro? La verdad es que no comprendo cuál podría ser la diferencia. 


Por otro lado, los jueces de primera instancia nos han presentado escritos diciendo: señores, asuman la competencia que corresponde al Consejo de la Magistratura en defensa del Poder Judicial, sin perjuicio de que cada uno de ellos, sobre todo los que han sido específicamente demandados, aunque a esta altura no sé si decir demandados o convocados para dar la visión, no sé cómo calificarlo… Pero de lo que sí estoy segura es que la segunda parte resolutiva del Tribunal dice que se le corre traslado de la demanda al Consejo y a los jueces titulares tales y tales.


Por lo tanto, el Consejo de la Magistratura tiene que asumir la competencia, la representación que institucionalmente le corresponde como Poder Judicial porque ninguno de los jueces, ni de primera ni de segunda instancia, en forma individual, podría arrogarse la representación del Poder Judicial. Sí indudablemente defender los derechos, las competencias, lo que creen conveniente respecto de su propia actuación o la de su tribunal. Pero no podrían individualmente representar a la totalidad del Poder Judicial. 


Constitucionalmente, esta es la representación que les corresponde, y evidentemente no tiene nada que ver con una representación de un incapaz.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Eugenio.

Dr. Cozzi.- Yo quiero aclarar una cosita en línea con lo que dice Mabel, porque quizás esto sea el ejercicio que tenemos que hacer como abogados. Cuando uno recibe una demanda, lo primero que hace es ver el objeto y la pretensión de quien demanda. Y en esto es el propio procurador el que señala a quién va dirigida la demanda, llámese -como dice Mabel- ordinaria, extraordinaria o como quieran llamarla. Y dice, indefectiblemente, demandado in totum al Poder Judicial y representado por el Consejo de la Magistratura. Lo dice el propio procurador en la demanda, en un capítulo que habla específicamente de la legitimación pasiva: “Tal órgano es el que tiene competencia legal para comparecer en estos autos, ya que ningún juez o integrante del Ministerio Público a título individual, tiene competencia para ello ni puede defender los intereses institucionales en juego, sea de forma activa o pasiva”. 


Con lo cual me parece que el tema está superado desde que el propio interesado en plantear la cuestión está delimitando el juego de competencias en esta cuestión. Entonces, no podemos ir más allá ni decir lo que no dice el procurador acá. Estamos especulando o conjeturando sobre diferentes situaciones cuando me parece que la cuestión…

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- O sea que los jueces ni tendrían que haber sido citados en este caso. 

Dr. Cozzi.- Es una decisión del Tribunal Superior que honestamente a mí, en lo particular, me desconcierta. Porque la decisión de los jueces, cada uno ya la tomó.


Entonces, que vengan a decir o a explicar ante el Tribunal Superior por qué intervinieron donde intervinieron cuando ya lo manifestaron en la resolución, me parece un absurdo. Honestamente lo digo. No logro entenderlo.

Dr. Corti.- Hay algo en el que todos en algún punto somos institucionales. Porque el Dr. Tonelli es el Procurador e institucionalmente representa al Poder Ejecutivo. Nosotros representamos al Poder Judicial en general y de hecho cada uno de los jueces no va en representación propia sino que van en función de representar a su órgano institucional. Por eso justamente hay personas físicas, jueces que han dictado decisiones y en realidad no son ellos los que han sido convocados, sino que fue convocado el órgano abstracto, con independencia de quién haya ejercido en cada momento esa función.


O sea, ellos también van a acudir, y eso lo destaca el Tribunal en más de una oportunidad. Con razón, no vienen en forma personal o por responsabilidades personales o por características…

Dr. Cozzi.- Convengamos que lo fue aclarando después.

Dra. Blasi.- Sí, después lo aclaró.

Dr. Corti.- Está bien.

Dr. Cozzi.- Lo digo porque en función de por qué se los llamó, cosa que todavía no logro entender demasiado, después fue como aclarando la situación y delimitando esa misma decisión.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Se va haciendo al andar, se va haciendo camino al andar.

Dr. Cozzi.- Fue una decisión dinámica, porque parece que cada presentación va aclarando.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Lo dejo ahora a Gabriel, pero vos fijate que respecto de esto mismo, podés partir de una interpretación según la cual los jueces ni tienen que participar porque está claro que la demanda está ahí, y yo voy más con lo de Horacio: entiendo que los jueces representan, y por eso no han sido tampoco ni llamados personalmente ni han sido cuestionadas sus decisiones personales.

Dr. Cozzi.- Pero los jueces tampoco tendrían ni competencia para expedirse sobre su actuación personal. Porque lo han hecho en el marco institucional de su propia competencia, valga la redundancia, que le da la ley.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Eso para mí es un proceso especial distinto de los comunes y corrientes.

Dr. Cozzi.- Lo digo a efectos de tratar de comprender por qué fueron llamados.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Gabriel.

Dr. Vega.- Básicamente, me sumo a lo que señalaba Mabel. Creo que podría estar en discusión si es correcta la participación de los jueces en particular.


Incluso, la otra legitimación que habría que discutir es la del Poder Ejecutivo para entablar este conflicto, teniendo en cuenta el estadio en que el proceso de designación de la doctora Ugolini…

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- ¿Lo podemos…

Dr. Vega.- Pero digo, para terminar, lo siguiente.


La verdad, más que ideas particulares yo tengo una idea general que quiero plasmar ahora y creo que a partir de ahí podremos definir la estrategia. Creo que el juego armónico entre el artículo 3° de la ley 7 y el artículo 1° de la ley 31 perfila una estrategia institucional del Consejo. El único demandado posible en esto es el Consejo como representante legítimo del Poder Judicial. Y esa representación no la tiene para cualquier cosa, sino que legal y constitucionalmente la tenemos para algo, que es para preservar la independencia del Poder Judicial, con lo cual ya hay una misión institucional que está fijada legalmente y creo que eso nos tiene que servir para perfilar cualquier estrategia. Es decir, cualquier cosa que hagamos siempre tendrá que estar al servicio de asegurar la independencia del Poder Judicial. La demanda concretamente es porque un poder considera que el poder que nosotros representamos y cuya independencia, reitero, debemos preservar, tomó injerencia en asuntos que no le eran atinentes. Yo creo que en esto, salvo alguna situación grotesca que no veo en este caso, siendo que de hecho el proceso de designación está sometido a una actividad en algún punto reglada, porque hay un decreto por el cual el propio Poder Ejecutivo se autolimitaba..., mientras hay actividad reglada no imagino el modo en que el Poder Judicial no puede tener un control de legitimidad, y esto con independencia del sentido, del acierto o el error con que cada magistrado se pronunció en cada conflicto que le fue planteado. Mientras aquí se estaba intentando dar un debate sobre temas particulares yo, al revés, creo que deberíamos abordarlo de manera general. En realidad no sé si va a ser posible, por las dificultades que plantea Julio, en un órgano colegiado que surjan de aquí puntos muy específicos. Yo creo que todo lo que podemos hacer, y esto por el mandato político-institucional que tenemos es tomar un punto de referencia e impartir instrucciones que, en definitiva, instrumenten desde lo técnico-jurídico ese perfil que nosotros tenemos, que está claramente definido por nuestras funciones legales.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- ¿Te puedo hacer una pregunta? Yo comparto lo que dijo Horacio y otros consejeros en cuanto a que la representación la tiene el Consejo de la Magistratura, pero planteo cuáles son los alcances de esa representación. La duda que tengo es la siguiente: qué sucede si nosotros entendemos, o el Consejo entiende que hay un conflicto de poderes y nosotros entendemos que los jueces actuaron afuera de su competencia, por tratarse de una cuestión política no justiciable. Supongamos que llegamos a una mayoría y contestamos la demanda en este sentido. ¿Qué sucede con los jueces?

Dra. Daniele.- Ellos también están codemandados.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Estoy planteando un caso hipotético. ¿Qué pasa si el Consejo de la Magistratura da una opinión que es contraria a lo que dijeron los jueces? ¿Nosotros ejercemos la representación y damos una opinión contraria a la de los jueces? Supongamos que el Tribunal Superior falla teniendo en cuenta nuestra opinión. A mí me parece que esto es algo que no corresponde, porque nosotros no estamos para emitir opiniones. Si hiciéramos esto estaríamos fijando un criterio general de actuación.

Dr. Vega.- Nosotros no podemos dar opiniones sobre el acierto o error de las decisiones puntuales que cada magistrado adopte.

· Se superponen las voces de los doctores Vega y Devoto.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Si nosotros decimos una cosa distinta ¿estamos diciendo que se equivocaron?

Dra. Daniele.- No.


Ellos hicieron lo que les pareció. Si el Poder Ejecutivo hubiera hecho lo que hizo la Legislatura y hubiera apelado ante la Cámara, ese sería el órgano...

· Varios consejeros hablan a la vez.

Dr. De Giovanni.- Yo quiero simplemente hacer una aclaración de mi posición. Lo de la representación necesaria lo dije como vía de hipótesis llevado al extremo. Evidentemente no es mi postura esa. Mi postura es que nosotros tenemos que dar una respuesta de tipo institucional. Y como creo que este es un ámbito de reflexión más que de polémica, y esta reunión debería ayudarnos a resolver un tema muy complejo, a mí me gustó una cosa que le escuché decir recién al doctor Vega, que consiste en saber si en este momento, en este estadio del procedimiento institucional, el Poder Ejecutivo está legitimado para ser actor, porque yo pienso que tal vez el Poder Legislativo es el que puede ser actor en este estadio, porque ya ha cumplido con su parte de la Constitución y no se ha interferido en su competencia de postular, porque el Poder Ejecutivo ya postuló un candidato. Entonces, a lo mejor, si decimos eso y hacemos una declaración genérica de defensa de la independencia del Poder Judicial, de los jueces, etcétera, estamos encontrando algún punto de acuerdo para un tema que tiene muchas aristas. Y esta que menciono es una que no habíamos analizado hasta ahora. 

Dr. Corti.- Ésa sería una de las condiciones que hace a la admisibilidad de la acción, que tiene varias: están la legitimación activa, y la legitimación pasiva.

Dra. Daniele.- Está el tema de los terceros, el tema de la zona de reserva de la administración, si existen o si no existen cuestiones políticas, cuáles son las atribuciones del Poder Judicial, si hay interferencia de una sentencia en un proceso legislativo. Son todos puntos que hay que ir tocando para ver cómo se contesta esto. La falta de legitimación activa del Poder Ejecutivo es uno solo de estos. En realidad hasta ahora estuvimos hablando, excepto la propuesta que al principio hizo Horacio, si el Consejo de la Magistratura tiene legitimación pasiva para contestar esta demanda o no.

Dr. De Giovanni.- A mí se me prendió la gran parejita con lo que dijo Vega. ¿Por qué no empezamos por analizar si el Poder Ejecutivo tiene legitimación activa?

Dra. Daniele.- Tenemos que analizar todas estas cosas. Supongamos que llegamos a la conclusión de que el Poder Ejecutivo, hipotéticamente, no tiene legitimación activa. ¿Qué vamos hacer? ¿No vamos a contestar todos los otros agravios? Tenemos que discutir todo.

Dr. De Giovanni.- Se contesta subsidiariamente o al evento.

Dra. Daniele.- ¿Y si el Tribunal dice que está legitimado, qué hacemos?

Dr. De Giovanni.- Yo de los dichos de la demanda tengo muchos agravios para contestar. Son muy distintos los dichos de la demanda y del procurador, con la mayoría de los cuales no coincido en absoluto, que el hecho de que exista o no un conflicto de poderes y que estemos haciendo una cuestión… Es un poco lo que decía Devoto, pero es difícil de explicar, y más de explicar en público, y más de explicar cuando hay acta. Sí, porque está lo institucional en juego, porque es verdad lo que estoy diciendo. Como decía Devoto, en la medida en que nosotros juzgamos… Hay una resolución del Tribunal Superior que, por el momento, no tiene instancia de apelación y está firme, que es haber declarado, si bien va a resolver todo al final, la existencia del conflicto de poderes…

Dra. Daniele.- La admisibilidad; no la existencia.

Dr. De Giovanni.- Sí, la admisibilidad.

Dra. Daniele.- La admisibilidad de la demanda. Es parecido a lo que hace el juez cuando declara la admisibilidad del amparo. No quiere decir que el actor tiene razón en el fondo, sino que la vía procesal es procedente. Esto es lo único que hizo el Tribunal Superior: decir que la competencia originaria del Tribunal es la vía apta para plantear un conflicto de poderes. Nada más.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Con respecto al primer punto que estamos hablando, así pasamos a otro, ¿tenemos algún otro comentario?

Dra. Moya.- En el tenor de lo que estaba aclarando recién Mabel yo considero que realmente el Tribunal se atuvo a decir: en este tema tengo la competencia originaria y exclusiva. Me parece que ese es un punto de partida. De ahí lo que yo me pregunto es: ¿nosotros tenemos la capacidad decisoria para determinar que lo que el Tribunal ha declarado como admisible no lo es?

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Yo entiendo que no; y si hay que hacerlo, tengo mis razones también, pero bueno…

Dra. Moya.- Este es uno de los puntos que me pregunto, porque no es un tema menor. Por un lado. 


Después veremos la cuestión del conflicto de poderes. Por lo que estoy escuchando decir a mis colegas, el Poder Ejecutivo no tiene, digamos a sí, legitimación activa para plantear el conflicto de poderes. Si consideramos que esa es una facultad que tiene sucesivas etapas en el tiempo, aparentemente ya estaría precluida la competencia del Poder Ejecutivo porque este trámite ya estaba en la Legislatura, bajo la jurisdicción de la Legislatura. Muy bien. Pero a mí me parece que la facultad de designación de los jueces, en el Tribunal Superior particularmente, es un acto complejo, un acto mixto, una facultad concurrente entre el Poder Ejecutivo y el Poder Legislativo y, obviamente, se integra de dos pasos que son la propuesta que está en cabeza del Poder Ejecutivo y todo el resto del trámite de aceptación por parte de la Legislatura; a punto tal que si la Legislatura resuelve no aprobar al candidato propuesto por el Poder Ejecutivo, el Poder Ejecutivo tiene el derecho de proponer otro candidato. Al menos esto es lo que dice el texto constitucional. Entonces, para mí, digamos, podría interpretarse que ha habido un conflicto de poderes, cuestión sobre la cual no se expidió el Tribunal Superior explicándonos en que radicaba estrictamente el conflicto de poderes…, podría haber un conflicto de poderes porque, en realidad, la pretensión del Poder Ejecutivo al hacer la propuesta no pudo consumarse o no pudo tener el trámite de fondo en la Legislatura, habida cuenta las medidas cautelares que se dispusieron en su momento. Después tendríamos que hablar de la competencia y demás. Yo coincido con los demás en cuanto a que el Consejo de la Magistratura ejerce la representación del Poder Judicial. Eso me parece que es correcto y como tal en su momento tendremos que ver el tenor de la contestación.

Dra. Daniele.- ¿Me permitís leer dos renglones de lo que dice el procurador sobre lo que acaba de decir Teresa?


Dice en el punto 2.2 de su escrito que se invadieron facultades privativas; que el jefe de gobierno en uso de facultades privativas ejerció y agotó su competencia constitucional de nominar a la candidata a jueza y requirió el acuerdo de la Legislatura. El procurador dice que la competencia constitucional del jefe de gobierno se agotó cuando le requirió el acuerdo a la Legislatura. Esto lo dice el procurador.

Dr. Cozzi.- Desde esa perspectiva sería abstracto.

Dra. Daniele.- Que se agotó. No tiene legitimación activa. 

Dra. Moya.- Correcto, pero el tema es cómo contestamos nosotros: ¿desde una posición institucional, o simplemente como codemandados?

Dra. Daniele.- Como codemandados. 


No vamos a hacer una defensa de las potestades del Poder Ejecutivo ni de la Legislatura, porque no estamos para eso. Estamos para defender la competencia del Poder Judicial. El procurador defenderá la del jefe de gobierno o la del Poder Ejecutivo, y la Legislatura será defendida por su órgano institucional.

Dr. Vega.- Yo no sé si hay margen como para que haya discrepancias con el interés de los jueces de primera instancia. Por eso remarcaba que la función, la misión institucional del Consejo es defender la independencia del Poder Judicial. Es como que un defensor oficial... No me imagino a un defensor oficial yendo a un Tribunal a pedir la condena de su cliente, porque su misión institucional es otra. Entonces creo que la misión institucional del Consejo ya está demarcada legalmente y eso ya nos traza un camino institucional, camino que después...

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- ¿Qué dirías entonces?

Dr. Vega.- En todo caso lo que se podía discutir es algo más técnico que político. Yo lo político lo tengo claro. En todo caso sería instalar estrategias técnico-legales, jurídicas que instrumenten esa vocación política que ya tenemos asignada y a la cual no creo que podamos renunciar. Porque, como decía Mabel recién, en todo caso al procurador le corresponderá en este conflicto defender sus facultades. Flaco favor le haríamos a la independencia del Poder Judicial que nosotros institucionalmente debemos defender, si acudiéramos en una contestación que conspire contra ese interés institucional.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Si esto lo decimos por mayoría puede darse el caso de que en una composición se pueda dar esto así.

Dra. Daniele.- Sería la respuesta institucional del Consejo de la Magistratura. 

Dr. Cozzi.- Esto dentro del marco de lo que vos decís no implica opinar sobre el acierto o desacierto de la decisión...

Dr. Vega.- Eso es lo único que el Consejo no podría hacer.


Las dos cosas concretas que yo aprecio esto es que yo dudo de la legitimación del Poder Ejecutivo por el estadio en que está el proceso de designación. En segundo lugar creo que al haber una actividad reglada por el propio Poder Ejecutivo, mientras hay actividad reglada, no hay cuestión política no judiciable; es decir, todos lo reglado es de incumbencia del Poder Judicial y es competencia de los jueces. Ahora bien, nos debemos inhibir de hacer juicios sobre el acierto o el error de aquella decisión que los jueces tomaron, al menos que hayan prevaricado en cuyo caso habrá...

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Ellos concluyen que no hay conflicto de poderes. ¿Eso es lo que tendríamos que transmitir?

Dr. De Giovanni.- No es que concluyen eso. En cuanto a los temas de excepción que rigen acá, primero tenemos que analizar la legitimación. Después, si el planteo no tiene legitimación yo diría: muerto el perro se acabó la rabia. Es así

Dr. Corti.- Primero: no se dan las condiciones formales para que se plantee un conflicto de poderes porque hay presupuestos que deben ser exigidos por la ley y por el régimen procesal que no están reunidos. Luego, aún admitiendo que se haya dado un conflicto, no hay un conflicto de poderes porque la materia a la que se refiere no es una cuestión política no justiciable o, si ustedes quieren, la tesis central que tiene el Procurador que dice que sobre estas cuestiones los jueces nada pueden decir es una tesis respecto de la cual nosotros tenemos argumentos jurídicos fuertes para controvertir.

Dr. Cozzi.- Eso es.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Ya tenemos algo esbozado que podría llevar al Consejo a señalar que la falta de legitimación activa del Poder Ejecutivo y, en segunda instancia, la no existencia de un conflicto de poderes, porque no se trata de una cuestión política no judiciable.

Dra. Daniele.- Hay un par de puntos sobre los que todavía no hemos podido comenzar a hablar.



Creo que nada mejor que acudir a la jurisprudencia local en el caso Spisso, Rodolfo, del 27 de noviembre del 2002. En este caso el Tribunal Superior, voto de los doctores Ruiz y Maier, dice expresamente que cuando se hable de una cuestión política, aunque se la mencione, eso no significa en absoluto que todo el procedimiento de designación sea una cuestión política no justiciable. Queda para Poder Judicial el control de las formas procedimentales impuestas por la Constitución. El Poder Judicial puede, por ejemplo, revisar la designación de un candidato que no hubiera reunido las evidencias requeridas o la designación de un candidato no propuesto por el Consejo, o la designación de un candidato cuando no se hubiera realizado previamente audiencia pública, o la designación de un candidato en sesión cerrada, etcétera. En especial el doctor Casás, en su voto dice: la competencia del Tribunal debe ser habilitada por revestir el caso propuesto una cuestión justiciable. La invocación de la naturaleza política de la resolución no la convierte en privativa y exclusiva del órgano de poder que la ha dictado. Ello así, en tanto que el no juzgamiento del caso impediría al amparista obtener una sentencia que decida la cuestión, abdicando el Tribunal al ejercicio pleno de la función de administrar justicia. Por lo demás, otra solución importaría tanto como convalidar la eventual inconstitucionalidad de las cuestiones políticas, al dejarlas al margen de todo tipo de control judicial, esfumando la responsabilidad estatal exigible en una República. Esto todo lo dice citando a Bidart Campos. Adviértase a su vez que la Constitución de la ciudad en el Título V introduce la cuestión. “Poder Judicial”. Corresponde al Poder Judicial de la Ciudad el conocimiento y decisión de todas las causas que versen sobre puntos regidos por esta Constitución. Así entonces, cuando se dice causas, es imposible colegir que algunas de ellas, las presuntamente políticas, escapen al juzgamiento, ya que proceder de tal modo, al decir del académico citado en el párrafo anterior, importaría tanto como fabricar una categoría de causas en contra de lo que impone la Constitución, a lo que puede añadirse que cuando un juez revisa un acto de la Legislatura y lo descubre como lesivo de la Constitución, aunque ese acto sea político, no está penetrando en el ámbito de otro poder para violar la división, sino todo lo contrario, controlando la supremacía constitucional para volver a su cauce la actividad que se evadió de él en detrimento de la Constitución.

La invocación de la presunta naturaleza política o institucional de las cuestiones no puede convertirse en una limitante de la defensa en juicio de las personas y de los derechos, inclusive ante el Estado, que predica el artículo 18 de la Constitución nacional, más aún en un tiempo en que la idea dominante que surca el constitucionalismo occidental no es otra que la de fortalecer la tutela judicial de los derechos y libertades, habida cuenta de la inmediata historia precedente: procesos penales que no pasaban de ser simples simulacros y zonas de actividad administrativa exentas o inmunes al control jurisdiccional. Cita a Javier Barnés Vázquez y al profesor Jesús González Pérez. Repito que es un voto del doctor José Osvaldo Casás. 

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Julio.

Dr. De Giovanni.- Con el ánimo de buscar consensos, y no es que mi voto defina nada, porque veo que hay una mayoría para otras cosas, yo estaría de acuerdo que nuestra respuesta estuviera enfocada fundamentalmente a plantear la falta de legitimación del Poder Ejecutivo a esta altura y una defensa hecha más o menos en los términos que acaba de leer Mabel sobre que para nosotros, como defensores del Poder Judicial y de la independencia del Poder Judicial, nos inclinamos a creer que no existen cuestiones políticas no judiciables, porque esto deviene también de la Constitución de la ciudad. Yo esa posición la comparto.

Dr. Corti.- Anteriormente Teresa planteaba una especie de antinomia entre lo institucional y ser demandados. Yo creo que nosotros como demandados contestamos institucionalmente y al hacerlo contestamos con lealtad, buena fe y honestidad de acuerdo a cómo entendemos la práctica del derecho de la ciudad. Entonces, no creo que una cosa sea incompatible con la otra. Sí significa que nosotros no vamos a estar en minucias, en la medida que vamos a ir a argumentos que consideremos que tengan el suficiente peso como para que nosotros institucionalmente los llevemos a la reflexión en el Tribunal Superior. Entonces, el aspecto de la legitimación del Poder Ejecutivo que mencionaba el Dr. Vega no es una “chicana” para distraer, sino un argumento que tiene peso, porque nosotros podemos decir: esta discusión es lo suficientemente profunda que tienen que estar dadas cristalinamente todas las condiciones para plantear ese debate. Entonces, si uno de los aspectos centrales que es quién puede plantear ese debate, para nosotros no está satisfecho porque tendría que ser otro actor, por ejemplo la Legislatura, eso tiene un argumento de peso bastante grande. No veo que haya una contradicción…

Dra. Moya.- Yo no señalo una contradicción, sino que señalo que son distintas armas las que podemos utilizar.

Dr. Corti.- Creo que todos estamos de acuerdo en que las armas que vamos a utilizar son armas institucionales, leales, honestas y de buena fe de lo que consideramos el derecho…

Dra. Moya.- Está bien, pero lo que pasa es que cuándo vos actúas como codemandado lisa y llanamente asumiendo absolutamente toda la posición de tu defendido, ahí puede ser que evidentemente…

Dr. Corti.- La asumís institucionalmente.

Dra. Daniele.- Nuestro defendido es el Poder Judicial.

Dra. Moya.- Eso sí, perfecto; pero yo digo que me parece que eso un tema que tal vez lo tenemos que terminar de definir. Yo creo que el Consejo tiene la representación del Poder Judicial. ¿Qué es lo que vamos a hacer? ¿Vamos a actuar como representación institucional del Poder Judicial o vamos a actuar poniéndonos en los zapatos, como dicen los norteamericanos, de los jueces que han sido particularmente señalados?

Varios consejeros.- No.

Dr. Cozzi.- Eso sería entrar a valorar el acierto o el desacierto de las decisiones.

Dra. Moya.- Tenemos que aclararlo.

Dr. Corti.- Creo que con lo que hemos debatido el asunto está aclarado.

· Varios consejeros hablan a la vez.

Dr. De Giovanni.- Tal vez se cae sólo el argumento de que no hay conflicto de poderes si el actor que lo planteó no está legitimado. Es evidente. Pero, y en tren de buscar consensos para dar respuestas, me parece más relevante no hacer una mención específica a la existencia o no existencia del conflicto de poderes, es decir que en esta etapa no es el legitimado, porque a lo mejor si lo planteara la Legislatura habría conflicto de poderes. Hacer esa defensa de las cuestiones políticas que sí son judiciables, que me parece esencial como defensa de la jurisdicción y de cómo deben funcionar los poderes aquí en la ciudad de Buenos Aires… Está muy claro lo que han dicho algunos consejeros en cuanto a que no nos metemos en las cuatro o cinco causas que ha habido y en la que se han expedido, y las estoy llamando causas... Ese es un elemento importantísimo desde la técnica jurídica y de la opinión jurisdiccional: ver si en esos casos hubo causa o no hubo causa en el sentido de que el Poder Judicial se expide sobre causas. Pero en eso no estamos opinando.

Dr. Corti.- Yo creo que lo que vos decís en cuanto a que no es justiciable no es solamente que hay un fallo del Tribunal Superior; yo creo que tenemos una práctica jurisprudencial del Tribunal Superior desde que se constituyó como tal…

Dr. De Giovanni.- Estoy de acuerdo.

Dr. Corti.- … que tiene una visión general sobre los actos institucionales y las cuestiones políticas, que lo dijo en más de un fallo, y, a su vez, en el caso preciso consideró que los actos de designación de magistrados y los procedimientos concomitantes son cuestiones justiciables. 


O sea, hizo una teoría general en el sentido de que puso en duda la relevancia de esa categoría en nuestro orden constitucional local, y a su vez, en casos específicos de designación de magistrados, consideró que eso fue justiciable.


Pero además de eso, creo que si uno ve la práctica del derecho federal, y si uno ve cuál es el desarrollo de la jurisprudencia de la Corte en los últimos años, el sentido es el mismo. Y hay un caso central donde se resume esta idea últimamente, que es el caso Bussi, donde además se discutía un aspecto central de lo que se consideraba privativo de las cámaras legislativas, que es la aceptación de uno de sus miembros. Y justamente la Cámara Federal que intervino antes de la Corte, lo que había dicho es que esto se trata de un acto institucional. 


Entonces, hay un dictamen fiscal muy meduloso y una mayoría de la Corte que resume cuál ha sido la jurisprudencia de la Corte, y creo que utilizan una expresión muy significativa, que es “desmantelamiento”: lo que está haciendo la Corte en los últimos años es desmantelar la teoría de las cuestiones políticas no justiciables. 


A su vez, esa misma tendencia uno la ve en Estados Unidos, que es donde se trata la cuestión. Justamente traje referencias para mencionarles, aunque no los quiero aburrir. La doctrina norteamericana sostiene que la doctrina de las cuestiones políticas no justiciables es una de las más confusas que existen, y donde incluso hay artículos, trabajos clásicos, cuyos títulos son, por ejemplo, “¿Existe una doctrina de las cuestiones políticas no justiciables?”. Y es interesante ver que el escrito del Dr. Tonelli, no se expresa con ese vocabulario sino con uno más propio del derecho administrativo, hablando de acto institucional, que es una creación que en su momento hizo Marienhoff para distinguir los actos políticos de los institucionales, que a su vez él lo toma del derecho francés. A su vez, uno puede ver toda la historia del derecho francés, donde cada vez hay mayor cantidad de actos que no se consideran de esta forma. 


Pero desde el momento en que Marienhoff elaboró esta teoría hasta el día de hoy han sucedido muchas cosas en la Argentina. Una es la reforma constitucional del año 1994. Otra cuestión es la reforma constitucional en la ciudad. Otra es la modificación, muy grande, de conceptos tradicionales como la legitimación y la tutela judicial, porque lo central de la idea de acto institucional de Marienhoff es que es una cuestión intra poder, donde no había nadie que tuviera o un derecho lesionado o que estuviese legitimado.


Ésas dos cuestiones son las que más profundamente se modificaron en nuestro derecho, en la medida en que ahora hay muchos más derechos que antes. En la época de Marienhoff, la publicidad era una característica del orden republicano; hoy hay un derecho de acceso a la información pública, que es un derecho subjetivo a las personas.


En la época de Marienhoff se hablaba del poder de policía de salubridad; hoy hay un derecho a la salud. La forma de pensar las cosas es muy diferente.


En la época de Marienhoff solamente estaba legitimado alguien que tenía un derecho subjetivo, patrimonial, directo, concretizado; hoy tienen legitimación sinnúmero de personas, incluso cualquier persona de acuerdo a la Constitución de la ciudad.


Entonces resulta difícil sostener, como se hace en la demanda, una visión de los actos institucionales, luego de lo cual ha habido muchas modificaciones que creo que son en todo el derecho, más allá de los matices que cada cual uno piense de la legitimación, los derechos y demás, hay una tendencia que es esta.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Me parece bárbaro todo este análisis que estás haciendo. 

Dr. Corti.- Y esa creo que es la reflexión a la que nos invita el Tribunal.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Lo que yo creo es que el Tribunal nos puede invitar a bailar también. (Risas) Pero no porque me invite a bailar, yo voy a decir que tengo que bailar.

Dr. Corti.- Yo lo acepto como invitación a discutir…

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Entiendo que todo este análisis que estás haciendo, que me parece muy interesante, no lo tenemos que hacer nosotros como Consejo de la Magistratura, porque esto puede llegar a dar lugar a que una interpretación totalmente distinta sí produzca un problema, y efectivamente dé lugar a que no defendamos la función jurisdiccional.

Dr. Corti.- Estaríamos ahí expresando no tanto posiciones particulares sino cuáles son las tendencias centrales de nuestra práctica… 

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Creo que no corresponde que lo hagamos nosotros.

· Varios consejeros hablan a la vez. 
Dra. Daniele.- Si me permiten, habíamos dicho que a las 12.30 cortábamos.


Lo que yo sugiero es que, como esto es tan importante como que no lo dejemos, es que hagamos un cuarto intermedio y que continuemos en el momento en que crean oportuno: a la tarde cuando podamos, mañana a la mañana o cuando ustedes digan.

Dra. Blasi.- Ya que están todos acá, es mejor que volvamos hoy a la tarde. 


¿Puedo hacer una pregunta para que me la conteste el doctor Corti? La interferencia del Poder Judicial en este procedimiento que se realizó por medio de la suspensión del procedimiento de designación y que impide el normal desarrollo del procedimiento y afecta el equilibrio constitucional de los poderes, en esta etapa del procedimiento, donde intervino, ¿es el momento que tenía para intervenir? ¿O se puede hablar de que había un momento al final de ese procedimiento, que en esta etapa es exclusivo y excluyente de la Legislatura y del Poder Ejecutivo? 


Porque acerca de todos estos vicios del acceso a la información, está bien que hayan ido cambiando, pero me parece que deben ser revisados en otra etapa, que es la que le correspondería al Poder Judicial para intervenir. Porque es tan palmario lo de estos hechos, que obstruyen palmariamente y suspenden el procedimiento de elección… En ese momento le corresponde a la Legislatura. El Poder Ejecutivo ya propuso; ahora le corresponde a la Legislatura. Esto palmariamente hace suspender ese proceso. ¿Qué pasa? Es mi duda.

Dra. Daniele.- ¿Qué pasa? Existen las vías naturales establecidas en los códigos y en las leyes, donde se establece que cuando una sentencia causa un agravio a cualquier persona y lesiona sus derechos…

Dra. Blasi.- Yo no estoy tan de acuerdo con eso en un procedimiento complejo como este…

Dra. Daniele.- Lo que yo digo es que cualquier decisión del Poder Judicial sobre un tema, que como ya vimos, muchos pensamos que no es una cuestión política que no era justiciable sino que se podía intervenir, la oportunidad del momento de la intervención, si correspondía o no correspondía, en caso de agraviar a la Legislatura, al Ejecutivo o a algún particular, lo que correspondía era que se apelara esa decisión, esa sentencia, para que fuera revisada por el órgano superior institucional. Si es que se considera que era inoportuna, que no era ese momento, que había que esperar o que interfería o que impedía o lo que fuera. Están los cauces naturales, que es el recurso de apelación.


Y si la cámara tampoco hubiera dado una respuesta que satisficiera a la persona que le atiende sus derechos, tenía la posibilidad de interponer un recurso de inconstitucionalidad ante el Tribunal Superior de Justicia, que en definitiva iba a llegar a pronunciarse del mismo modo en que sí se lo hace por la competencia originaria. Es decir, sería el mismo tribunal, con todas las garantías constitucionales.


Por eso lo importante es definir…

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Pero el Tribunal opinó otra cosa.

Dra. Daniele.- Si ya hubiera opinado antes, entonces si preopinó debería haber aceptado las recusaciones que los jueces hicieron respecto de ellos. Porque si ya dijo que interfirió y si ya afirmó que hay conflicto de poderes, ya se pronunció sobre el fondo. Por lo tanto, debió haber aceptado la recusación.

· Varios consejeros hablan a la vez. 
Dr. De Giovanni.- Si me permiten, quiero decir algo que pretendo que conste en actas.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Adelante, Julio.

Dr. De Giovanni.- Como había dicho con anterioridad, tengo previsto un viaje por razones institucionales del foro federal. Entonces, no sé si voy a poder seguir concurriendo a estas reuniones.


Entonces, quiero dejar expresada muy sintéticamente cuál es mi posición. Mi posición es que en la respuesta nosotros planteemos en primer lugar la falta de legitimación del Poder Ejecutivo. Y en segundo término, que como manera institucional de defender la independencia del Poder Judicial, nosotros lo hagamos a través de la doctrina favorable a que no existen causas políticas no judiciables. Complementado entre lo que dijo Mabel y lo que dijo Horacio.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Coincidís con lo que dijo Vega, entonces.

Dr. De Giovanni.- No, no. En primer lugar, lo que dijo Vega en cuanto a la legitimación activa.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Y lo segundo también.

Dr. De Giovanni.- Bueno, también con lo que dijo Vega.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Que no hay conflicto de poderes, entonces, porque es una cuestión política no justiciable.

Dr. De Giovanni.- No, no, no digo eso. No digo que no hay conflicto de poderes. Yo no digo nada. (Risas)

Mi postura es contestar, hacer la respuesta de la demanda con estos dos puntos. Y nada más.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Está clarísimo. 

· Se pasa a cuarto intermedio a la hora 12 y 41.
· A las 15 y 58: 
 Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Se reanuda la sesión.


Tiene la palabra el doctor Corti.

Dr. Corti.- Me parece que con lo que dijo en algún punto el Dr. Vega, es como que resumió una vía posible para seguir.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- ¿Comenzando por el tema de legitimación activa?

Dr. Corti.- Creo que comenzando en el sentido de cuál es nuestra función respecto de la independencia judicial. Creo que la legitimación activa es uno de los temas más procesales en discusión. Luego está el tema que él mismo planteó como de fondo, que es el que está acá en discusión. La idea central que mencionó, que de alguna manera la completó Julio De Giovanni al expresar que para el Consejo no es una doctrina adecuada la de las cuestiones políticas no justiciables. A lo que yo agregaría que la propia jurisprudencia del Tribunal Superior ahora ha ido en ese sentido, en concordancia con la jurisprudencia de la Corte.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Respecto de la legitimación activa, así como cualquier otro aspecto que está vinculado con la admisibilidad del conflicto de poderes, atento a que muchas de estas cuestiones ya fueron conversadas, planteadas y resueltas por el Tribunal, no soy de la idea de hacer ninguna cuestión sobre el tema de la admisibilidad, sino básicamente aceptar la declaración de admisibilidad que hizo el Tribunal Superior de Justicia, y sí poder plantear algunas cuestiones.


Tengo algunas respuestas respecto de algunos de los temas vinculados con la admisibilidad, en particular respecto de cada uno de estos problemas que se pueden llegar a suscitar. Lo que creo es que no es necesario, no hace falta, habiendo ya emitido el Tribunal de Justicia su opinión sobre el tema, declarar admisible la cuestión, incluido también el tema de la legitimación activa. Pero incluiría a todos los temas que estén vinculados con resoluciones que ya haya tomado el Tribunal Superior de Justicia.


¿Estamos de acuerdo con esta posición mía?

Dra. Daniele.- Yo no. 

Dr. Corti.- Me parece que como el Consejo hasta ahora hizo solamente una presentación formal, creo que todo lo que enriquezca el debate, de plantear esa posición creo que no es algo ni negativo ni que perturba sino que planteamos cuál es, desde nuestra óptica, la mejor forma de plantear formalmente el tema. Entonces, si vemos problemas en la legitimación, creo que justamente es la oportunidad para plantearla, porque tal vez hay cuestiones que el Tribunal no las consideró o no las consideró relevantes y a través de nuestros argumentos sí lo puede pasar a considerar, al ver un aspecto que tal vez no observó. Entonces, ¿por qué nosotros tendríamos que auto restringir la deliberación que se puede eventualmente producir?

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Yo no digo de auto restringirme porque sí, sino en primer lugar porque estoy de acuerdo con lo que dice el Tribunal.

Dra. Daniele.- Ah bueno, pero esa es otra posición, entonces. ¿Estás de acuerdo con lo que ya se ha decidido?

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Estoy de acuerdo con lo que decidió. Y me parece que, además, ya está resuelto.

Dr. Corti.- Pero la verdad es que hay cuestiones que no decidió. Por ejemplo, el Tribunal dijo que en principio es admisible, pero nunca analizó los alcances de la legitimación activa del Ejecutivo. Entonces, no es una cuestión de todo o nada. Porque si el Ejecutivo dice “yo vengo a defender potestades mías”, puede ser que con respecto a eso lo puede hacer. Pero tal vez en su propia argumentación defiende potestades de otro que no lo puede hacer.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Respecto de eso, el punto 4 de la resolución del 17 de noviembre de 2009, que es una contestación al titular del juzgado número 6, expresamente hace referencia a la alegada falta de legitimación activa. Hace todo un desarrollo por el cual considera que tiene la legitimación activa del Poder Ejecutivo, y declara inadmisibles las excepciones planteadas. O sea que ya ha resuelto esto.

Dra. Daniele.- A los argumentos que le ha planteado un juez.


Yo estoy totalmente de acuerdo con Horacio en que, por un lado, el Consejo de la Magistratura como órgano del Poder Judicial, tiene que plantear su posición. Y si nosotros vemos que la competencia, como leí por ejemplo lo que dice el propio procurador respecto a que ya agotó sus competencias constitucionales el Poder Ejecutivo y es el propio procurador el que lo alega, si uno lo presenta de esta manera y con otro fundamento, el Tribunal Superior puede decidir en relación a nuestro escrito una cosa diferente, porque todo tribunal resuelve los recursos planteados conforme a los agravios que se le presentan.


Y respecto de una parte, puede decir que no lo hace por esos argumentos y decidir hacerlo por otros.

Dra. Blasi.- También uno puede tener la opinión de que el procurador se pudo equivocar, como cualquiera, y tener otra posición y presentarla al Tribunal, y después ser el Tribunal el que decida. Acá siempre va a decidir el Tribunal. Es como en cualquier juicio ordinario, en que expone los derechos, los defiende…

Dra. Daniele.- Las partes defienden.

Dra. Blasi.- Claro. Y nosotros somos parte.

Dra. Daniele.- Nosotros tenemos que defender la posición del Consejo de la Magistratura porque somos cabeza del Poder Judicial.

Dra. Blasi.- Dentro de nuestra posición, podemos pensar una cosa u otra, o hasta incluso pensar distinto que el procurador en ciertos temas. 

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Vuelvo sobre el tema de las facultades del Consejo. Porque vuelvo a insistir que el Consejo no tiene facultades para expedirse, y que además no debe porque no tiene las competencias, que son las que han sido cuestionadas.


No encuentro dentro de la Constitución que el Consejo tenga facultades y que esté obligado, más allá de las facultades de seleccionar que están en el artículo 116 de la Constitución y también en la ley 31, que hace referencia a las funciones. 


Al referirse al Consejo de la Magistratura, el artículo 1º de la ley 31 dice que es un órgano permanente, con la función de asegurar la independencia del Poder Judicial, garantizar la eficaz prestación del servicio de administración de justicia, promover el óptimo nivel de sus integrantes. Y luego el artículo 2º menciona las competencias concretas.


Dice el artículo 1º que el Consejo de la Magistratura tiene la función de asegurar la independencia del Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Entiendo que el Consejo lo hace de la mejor forma posible y a través de su composición, con el tema de la selección y remoción de jueces, que está previsto entre las facultades disciplinarias. Creo que de esa forma es como que al Consejo le corresponde asegurar la independencia del Poder Judicial, así como también darle el soporte que necesita…

Dr. Vega.- Yo ahí discrepo, porque la ley 7 establece en su artículo 3º que cuando un juez siente amenazada su independencia por otro poder, le impone como procedimiento darle aviso de esto al Consejo de la Magistratura, precisamente para que el Consejo asuma ese rol que establece el artículo 1º de la ley 31. 


Si no, no se entiende lo que regula ese artículo concretamente respecto de aquel juez que vea amenazada su independencia. Desde ya que esas funciones más generales también aseguran claramente la independencia del Poder Judicial, pero hay que destacar que incluso le compete al Consejo como representante del Poder Judicial velar por su independencia con otra clase de acciones también.

Dra. Daniele.- Para contestar algo que decía Mauricio, cuando el artículo 113 de la Constitución establece la competencia originaria del Tribunal Superior de Justicia para los conflictos de poderes, le está dando a él la competencia para que decida estos conflictos.


Y la ley 402, que establece los procedimientos ante el Tribunal Superior, dice que cuando se plantea esta acción de conflicto de poderes, el que representa a los jueces en este conflicto de poderes es el Consejo de la Magistratura.


Entonces, por un lado tiene la obligación de defender las competencias. Por otro lado, dice que los jueces no lo pueden hacer de manera directa sino que lo tienen que hacer a través del Consejo de la Magistratura. 

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- ¿Qué significa representarlos, cuando el mismo Tribunal de Justicia les da traslado a ellos, y dice que son ellos…

Dra. Daniele.- Es un problema del Tribunal Superior de Justicia. Es para que den la visión. Les ha dicho que no tienen derechos subjetivos. Ha dicho varias cosas. Vos decís que ya leíste las resoluciones del Tribunal. Bueno, el Tribunal dice eso.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Sí.

Dra. Daniele.- La demanda está dirigida contra el Consejo de la Magistratura.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- La defensa de la competencia la pone en cabeza de los jueces, no del Consejo de la Magistratura.

Dra. Daniele.- ¿De qué competencia?

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- De la competencia judicial.

Dra. Daniele.- ¿De dónde sale eso? ¿De qué competencia judicial?

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Es una interpretación del Tribunal Superior de Justicia, que yo la comparto. La tuya también es una interpretación que estás haciendo. Creo que no nos ponemos a decir por qué sí o por qué no. Esa es una interpretación suya. Yo interpreto una cosa distinta. 

Dra. Daniele.- Por eso te pregunto de qué competencia. Porque la del Poder Judicial claramente está puesta en cabeza del Consejo de la Magistratura. 


Por eso te pregunto: ¿cuando vos hablás de competencia judicial te referís a la competencia de quién? 

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- De los jueces, que son los que actuaron.

Dra. Daniele.- De esos jueces.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- El Consejo de la Magistratura no actuó, no ejerció ninguna competencia, no dio lugar con ninguna actuación a ningún conflicto de poderes.

Dra. Blasi.- Estamos hablando de dos cosas distintas me parece.

· Varios consejeros hablan a la vez. 
Dr. Cozzi.- Yo iba a hacer alusión a esa resolución, la del 12 de noviembre. Justamente, hablando del Consejo, expresa: “Si así lo decide ser quien canalice la postura institucional del Poder Judicial…”, el rol que le asigna el artículo 1º de la ley.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Si así lo decide.

Dra. Daniele.- Es que si no querés contestar, no contestás. Tenés el derecho de no contestar.

Dr. Cozzi.- La resolución dice que, conforme sostuvo el tribunal -me refiero al TSJ-, señala que “...los jueces son quienes pueden exponer la visión ya aludida. El Consejo, que no cuenta con las competencias que suscitaron este conflicto en cambio podría, si así lo decide, ser quien canalice la postura institucional del Poder Judicial. En otras palabras, al dar participación al juez emisor de la medida cuestionada, lejos de afectarlo, en todo caso le posibilita la defensa de sus competencias...”.


Y un poco más abajo dice: “...las objeciones orientadas a cuestionar la admisibilidad formal de este proceso tampoco pueden prosperar en esta etapa, sin perjuicio de aquello que el presentante pudiere manifestar en la oportunidad prevista en el artículo 15 de la ley 402...”.

Dra. Daniele.- Que es la contestación de la demanda.

Dr. Cozzi.- Para admitir el trámite del proceso, el Tribunal señaló que las medidas judiciales y los actos que reivindica el Poder Ejecutivo no pueden ser cumplidos de modo simultáneo, pues su contenido lleva a que la ejecución de una importa inexorablemente la frustración de las otras.


Todo esto está delimitando una situación que es posterior a la primera resolución, pero va marcando un camino.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Por eso digo que todo lo que estoy diciendo es en base a todo ese camino que va marcando el Tribunal Superior de Justicia. Por eso mi opinión es que nosotros no tenemos que expedirnos sobre esto y que no tenemos que actuar como abogados de los jueces, contestando la demanda punto por punto.

Dr. Cozzi.- No. Si yo actuara como abogado de los jueces, les diría si sus decisiones son acertadas o desacertadas…

· Varios consejeros hablan a la vez. 
Dr. Cozzi.- Estaría cuestionada su decisión particular.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- ¿De quién? 

Dr. Cozzi.- Del juez.


Yo ya lo dije antes…

· Varios consejeros hablan a la vez. 
Dr. Cozzi.- Sería una cosa insólita que el juez tenga que ponerse a explicar que su competencia la ejerció, cuando de hecho la ejerce cuando emite la resolución a pedido de un tercero.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Tendrá que dar esa explicación el juez que ejerció su competencia, de la forma como lo establece la Constitución.

Dr. Cozzi.- Institucionalmente yo no estoy diciendo si esa decisión es acertada o no; estoy diciendo que tiene competencia para rever cualquier acto institucional que tenga.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- ¿Quién?

Dr. Cozzi.- No hay acto institucional no revisable.

Dra. Daniele.- Cualquier juez al que se le presenta una causa o controversia, en casos como este. Es lo que dice la demanda del procurador: cualquier juez del contencioso administrativo, de primera o de segunda instancia, y habla del Poder Judicial. Dice que está fuera de la competencia del Poder Judicial. No habla ni de la medida cautelar del juzgado tal ni de esto ni de lo otro. No habla de ningún juez en particular ni de ninguna medida en particular.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- ¿Eso en cuanto a legitimación activa decís?

Dra. Daniele.- En cuanto al conflicto. Y sobre si tenemos que contestar o no contestar.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Yo sigo insistiendo en lo mismo.

Dr. Corti.- Lo que tendríamos que haber hecho, si esa hubiera sido la decisión…

· Varios consejeros hablan a la vez. 
Dr. Corti.- Lo que vos decis, de todas las posiciones, es la que enjuicia más negativamente al Tribunal Superior. Porque es como que tendríamos que haber hecho, ante el traslado, interponer un recurso, pensar cuál era el más adecuado y decir: usted nos corrió traslado y nosotros no tenemos nada que ver acá. ¿Por qué nos dio traslado?

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Yo se lo pongo en la contestación de la demanda eso.

Dr. Corti.- Pero si yo no lo hice antes, lo que yo estoy haciendo en todo caso es reconocer aquello de lo que me han corrido traslado.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Es un proceso distinto de los procesos comunes y corrientes. Eso es lo que yo entiendo, y así me lo da a entender el Tribunal. Como para que yo se lo pueda decir cuando le contesto esta “demanda”, cuando me dice que lo que me está pidiendo es la opinión.

Dra. Daniele.- ¿Opinión?

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Sí. O mi visión. Me pide que yo le dé la visión institucional respecto de algo sobre lo que no somos competentes. Entonces, es medio raro. Por eso entiendo que yo le puedo decir al Tribunal Superior de Justicia: señores, les corresponde a ustedes decidir esto. 


Toda esa construcción teórica y jurídica a la que vos hacías referencia, creo que no nos corresponde hacerla a nosotros como Consejo de la Magistratura. Si yo fuera miembro del Tribunal de Justicia, la hago. Acá, no. Dejo que los jueces se defiendan, yo me presento, le permito a los jueces que hagan todo lo que tengan que hacer y les doy el soporte para que lo hagan, y que el Tribunal Superior de Justicia resuelva, si es que hubo un conflicto de poderes.

Dr. Corti.- Entonces, abdicar de las atribuciones del Consejo.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- No, porque creo que el Consejo no tiene funciones en este caso para hacer esto que estamos pretendiendo hacer. 


No podés decir ni que no hay conflicto de poderes porque no me corresponde a mí resolverlo, ni si las cuestiones son justiciables o no justiciables. Todas son cuestiones que no me corresponden decirlas a mí como consejero del Consejo de la Magistratura.


De ahí parto. Y después podemos hacer la contestación de la forma como nos parezca. Pero este es mi punto básico. Después veríamos, si la posición es otra. Pero hay que redactar las cosas y se pondrá lo que se considere oportuno. Y siempre partiendo de la base de que doy por admitido el conflicto, que doy por válido lo que hizo el Tribunal Superior de Justicia. 


Teresa.

Dra. Moya.- Quiero simplemente remitirme a lo que expuse oportunamente en la sesión de la mañana. Desde mi punto de vista, la competencia del Tribunal Superior de Justicia, como dice el artículo 113, inciso uno, es clara, es originaria y exclusiva en los conflictos entre los poderes de la Ciudad. En el caso concreto se ha asumido el rol que podríamos decir de corte constitucional si esa figura existiese dentro de las instituciones previstas en la Constitución de la Ciudad de Buenos Aires. Como esto no es así y la figura que sea adoptado es más bien mixta, los constituyentes evidentemente le han otorgado al Tribunal Superior este tipo de competencia que es sumamente interesante y moderna. Me parece a mí que los constituyentes otorgaron al Tribunal Superior dos competencias originarias, que son las de los artículos 1° y 2°, que se diferencian claramente de las facultades que tiene, por ejemplo, la Corte Suprema de Justicia de la Nación en la Constitución de la Nación. Lo que sí me parece importante es, retomando un poco la idea de lo que dije a la mañana, que el Tribunal Superior interviene sin hacer un prejuzgamiento. Acá se ha dicho de todo un poco. Hay consejeros que consideran que ya se ha pronunciado diciendo que hay un conflicto de poderes. Muy bien. Otros dicen que no existe tal conflicto de poderes. Por mi parte yo dije que evidentemente no se trata de decir si el conflicto de poderes es pura y exclusivamente respecto del Poder Ejecutivo o del Poder Legislativo, sino que se trata de una facultad concurrente, y desde ese punto de vista, digamos, tanto…, mejor dicho, particularmente el Ejecutivo mantiene su rol de parte interesada en defender qué es lo que está pasando con la proposición que ha hecho de un candidato para suplir la vacancia que se ha producido en el Tribunal Superior, en la parte que le corresponde a la Legislatura hacer…, digamos así, tomar intervención para perfeccionar el acto que ha iniciado el Poder Ejecutivo al hacer la propuesta. Desde ese punto de vista me parece a mí que el planteo, por lo menos, supone un conflicto de poderes, y que no es nuestra –y en esto sí coincido con Mauricio-…, no es competencia nuestra. Nosotros no somos un órgano jurisdiccional. Nosotros simplemente estamos llamados aquí a dar nuestra contestación de la demanda. Como abogada considero que sí tenemos que contestar la demanda, porque hemos sido demandados, pero podríamos acatar o no, si existe o si no existe un conflicto de poderes…, pero yo estoy reconociendo que quien tiene la facultad para determinar si hay o si no hay un conflicto de poderes es el propio Tribunal Superior. O sea que allí me parece a mí que nos encontramos frente a una decisión que va a ser difícil de torcer.

Dra. Daniele.- ¿De torcer?

Dra. Moya.- ¿Cómo?

Dra. Daniele.- ¿De torcer, decís?

Dra. Moya.- De torcer, sí. Una decisión difícil de torcer.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Uno todavía no puede torcer nada porque el Tribunal, lo único que hizo, fue declarar la admisibilidad.

Dra. Moya.- Bueno. De todos modos no importa. Yo interpreto que cada magistrado se considera soberano en el ejercicio de su mandato. Esto me parece perfecto y es una característica de la independencia del Poder Judicial; pero reconociéndoselo a un juez de primera instancia, a un juez de segunda instancia, yo también tengo que reconocer que esa misma soberanía o exclusividad, mejor dicho, de competencia tiene el Tribunal Superior cuando está actuando en ejercicio de una facultad que dice ser originaria y exclusiva. En algún momento se habla aquí de per saltum o algo por el estilo. Me parece que esa figura no existe y no se da…

Dra. Daniele.- ¿Y entonces por qué las cámaras no tuvimos derecho de dictar sentencia, si no es un per saltum?

Dra. Moya.- Porque el Tribunal está ejerciendo una competencia originaria.

Dra. Daniele.- …en un caso donde estaban ocurriendo los canales normales; o sea, donde había una medida cautelar que podía ser apelada.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Pero el Tribunal entendió que una medida cautelar era incompatible con el acto que quería realizar el Poder Ejecutivo, por eso entendió que daba lugar a esto y puso una medida cautelar.

Dra. Daniele.- Entonces me jubilo. Renunció y me voy como camarista; total, para qué, si está el Tribunal Superior.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Hasta acá estamos hablando de un caso en particular…

Dr. Duquelsky.- Si me permiten, no tenemos que perder de vista que no estamos hablando de un caso particular.

Dra. Daniele.- Claro.

Dr. Duquelsky.- Porque cuando el Tribunal Superior da traslado al Poder Judicial y además dicta una medida que es la que notificamos nosotros, que dice: “que ningún juez vaya a…”, entonces deja de ser un caso particular. Es para todo el Poder Judicial.

Dra. Daniele.- Ni ahora ni el futuro.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Con respecto al caso particular me refiero el proceso de designación. Eso es un caso particular.

Dra. Di Matteo.- Lo que dice Diego es que estamos marcando un rumbo institucional respecto del alcance del control…

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Nosotros no…

Dra. Di Matteo.- En este proceso se está delineando el control…

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Pero lo está haciendo el Tribunal Superior de Justicia. No lo estamos haciendo nosotros.
Dr. Corti.- Hay un punto complicado que es un requisito de admisibilidad que tiene la acción que es la subsidiariedad. Entonces, el Tribunal, en diferentes decisiones fue dando su interpretación, pero la última, cuando le contestó la presentación al doctor Scheibler, cuando el doctor Scheibler dice: el recurso era la vía adecuada, lo que el Tribunal le dice es: bueno, pero usted me tiene que demostrar que esa hubiera sido una vía suficiente para remediar el problema. Entonces, en algún punto, no le dice que ese argumento es absolutamente rechazable; le dice: mire, usted, cuando hizo esta argumentación, me tendría que haber demostrado a su vez que esa vía recursiva que usted está señalando hubiera sido suficiente para solucionar el problema de competencia. En realidad está invirtiendo un poco la cuestión porque quien tiene que alegar las condiciones de admisibilidad en todo juicio es el actor, pero dejemos ese punto de lado. Admitamos el punto. Uno puede considerar que esos recursos, de acuerdo a lo que le dijeron a Scheibler, que él no hizo, uno lo puede hacer. Es decir, tratar de demostrar que efectivamente hay medios procesales que hubieran solucionado el problema. Y, con un recurso con respecto a una medida cautelar, que la ley de amparo, dictada por la Legislatura, dice que hay que resolverlo rápidamente, y con, eventualmente, un recurso por denegación de justicia que hay ante el Tribunal Superior, el caso ya hubiera estado resuelto hoy.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- No lo sabemos.

Dr. Corti.- Eso que le dijo el Tribunal, que no lo discuto, al doctor Scheibler: mire, usted me tendría que haber argumentado A más B. Bueno, nosotros podemos añadir ese elemento B y tratar de demostrar que efectivamente había recursos y que entonces ese rasgo que exige la ley, que llama técnicamente subsidiariedad, en el caso no se encuentra cumplido. Y tal vez el Tribunal en nada se contradiría con todo lo que dijo si nos dice: usted tiene razón, efectivamente eso fue así, hasta ahora no lo consideramos y ahora lo podemos considerar de esta forma.

Dra. Daniele.- La Legislatura es quien mejor ha dado la pauta de cómo nosotros podemos demostrar como Poder Judicial que las vías son efectivas, porque de hecho la Legislatura, en cuya sede se está tramitando todo el procedimiento de designación, no ha querido plantear el conflicto de poderes. De hecho no lo hizo.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- ¿Apeló?

Dra. Daniele.- Apeló la Legislatura.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- ¿Cómo?

Dra. Daniele.- Apeló la Legislatura.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- ¿En alguna de las causas?

Dra. Daniele.- Sí, en la causa que supuestamente causó mayor agravio, que es la del allanamiento. Causa Verner… No me acuerdo.


Entonces, justamente, la Legislatura dice: vea, acá no hay ningún conflicto de poderes. Además plantear un recurso de apelación a mí me garantiza suficientemente, y de hecho lo hizo. Es el mejor argumento que hay para demostrar que sí funcionan las vías normales.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- ¿Tenemos copia de esa apelación?

Dra. Di Matteo.- No. En algunos casos pudimos ver los expedientes y en otros no, porque tanto Grondisky como Verner y Ventura son reservados. Por su lado, Verner estaba remitido a otra jurisdicción. Además, para sacar fotocopias en cualquiera de las causas, tanto en las que podíamos tomar vista como en las que no, teníamos que presentarnos. 

Dr. Corti.- En dos de los casos tenemos las medidas cautelares pero no tenemos las demandas que motivaron las medidas cautelares: causas Cabrera y Verner. 

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- El Tribunal estimó que nosotros podríamos dar nuestra opinión, nuestra visión, con la documentación a la cual podríamos acceder.

Dra. Daniele.- Pero está visto que no.

Dr. Corti.- Creo que es lo que tendríamos que hacer para poder tener toda la información. Además, hay situaciones que alega la Procuración, que sólo el Consejo las podría analizar y evaluar en conjunto, porque no afectan individualmente a los jueces, porque si me dijeran que el titular del juzgado tal hizo tal cosa, perfecto, una cuestión del jugado tres, digamos; el titular del juzgado seis hizo tal cosa; pero todo lo que en el punto "Hechos" describe, y, más que describir, narra la Procuración es algo que excede a cada uno de los órganos en particular, porque dice en un lado: este juez, que se refiere al juez Gallardo –que además no es justamente ninguno de los titulares actuales, con lo cual nada va a poder decir acá y nadie va a poder hablar por él- había hecho declaraciones periodísticas. Entonces dice que goza del respaldo de otros jueces del fuero; dio a entender que le disgustaba la designación. Luego dice: la oposición que adelantó en los medios el juez se hizo efectiva mediante la notificación de una decisión. Después, en otro caso, el trámite de la asignación del juez interviniente fue sumamente llamativo: un juez, Otegui, se excusó; posteriormente se hizo cargo la doctora Lago, que también se excusó. Otro juez, Treacy, tomó licencia. En ese día intervino Gallardo. Luego dice que la intervención de los jueces fue manipulada para lograr el objetivo de la sustitución de jueces. ¿Eso qué significa? Significa que la excusación de Otegui, la excusación de Lago, la licencia de Treacy que eventualmente nosotros concedimos, la resolución en un día del juez Gallardo, todo eso a su vez, aparentemente, manipulado por el juez Gallardo…


Entonces, todo eso no lo puede contestar…

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Estoy totalmente de acuerdo, y yo lo tengo marcado. Nosotros deberíamos sí hacer referencia a todas esas manifestaciones, porque eso nos compete a nosotros y ahí estamos defendiendo a los jueces. 

Dr. Corti.- Lo que dice acá…

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Eso es agraviante para los jueces, y una serie de cosas.

Dr. Corti.- Esto habría sido un conflicto realmente. Como dice acá, una maniobra para lograr su confesado cometido político. Y esta es una vía de hecho.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Horacio, vos decís que esto habría sido un conflicto.

Dr. Corti.- No sé si de poderes, pero habría sido un conflicto de una entidad tal…

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- No somos nosotros ni los jueces los que definen cuál es un conflicto de poderes. Lo define el Tribunal Superior de Justicia, por más que vos digas lo que digas. 

Dra. Daniele.- Pero tenés legitimación activa como Consejo para hacerlo. Lo dice la ley. La ley dice que el Consejo tiene legitimación activa para hacerlo.

· Varios consejeros hablan a la vez. 
Dra. Daniele.- Si entiendo que hay conflicto de poderes, estoy obligado a plantearlo. 

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Una cosa es plantearlo y otra cosa es decir que hay un conflicto.

· Varios consejeros hablan a la vez. 
· No se oyen las primeras palabras de la intervención del consejero Mas Velez.
Dr. Mas Velez.- El conflicto de poderes, según esta casuística, puede ser un ejercicio abusivo de competencia, puede ser un solapamiento de competencias, etcétera, que supone una situación en la cual se traba el normal funcionamiento de uno de los poderes por las medidas que le dicta el otro, y esto exige dos cosas. A falta de un procedimiento, establece uno equis, y en búsqueda de ser rápidos en la resolución, dice que debería ser en la máxima instancia.


Esas dos cosas acá se resolvieron, porque la ley dijo: va a la Corte. Con lo cual resuelve el problema de la celeridad máxima que pide, que es la de evitar las instancias intermedias en el procedimiento, y establece un procedimiento. Porque eso está. Entonces, no deberíamos confundir eso, que es la vía procesal, con la existencia de un conflicto, es decir que se den algunos de los supuestos: el ejercicio abusivo de competencia o un solapamiento que, como dice Conde, puede no ser el resultado del ejercicio abusivo o irregular de ninguno, ni del Ejecutivo ni del Judicial…

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Es decir una colisión o una superposición de funciones.

Dr. Mas Velez.- … del ejercicio pleno de las competencias, que por estar mal articuladas, genera este conflicto. Pero al confundir las dos cosas, uno tiende a pensar que al haber admitido la presentación y habilitado la instancia, se tomó una decisión sobre la existencia de algo que hasta ahora…

· Varios consejeros hablan a la vez. 
Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Para mí podría haber un conflicto de poderes, básicamente por la colisión, teniendo en cuenta la definición que está en alguno de esos lugares, por colisión o superposición de funciones.

Dr. Mas Velez.- Pero eso el Tribunal no lo resolvió.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Por supuesto que no. 


Y el hecho que el Tribunal también haya declarado admisible, no creo que esté imputando a ninguno de los jueces ninguna responsabilidad de tipo personal. Que tampoco me parece que haya habido un prejuzgamiento por el hecho de haber otorgado la medida cautelar respecto de medidas, que como ellos las han definido ahí, eran medidas que podían tener como consecuencia o impedir la propuesta de la candidata, impedir la promoción y desarrollo del trámite en la Legislatura, impedir la designación por el Poder Ejecutivo. 


En realidad, estas son las razones por las cuales considera que estas posibles interferencias provocadas por distintas resoluciones jurisdiccionales en el desarrollo del debido procedimiento de designación en desmedro de competencias propias del Poder Ejecutivo…

· No se oyen otras palabras del consejero Devoto. 
Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Y efectivamente podría ser que sea así, y lo tiene que resolver el Tribunal Superior de Justicia. Eso es lo que nosotros tendríamos que decir. Y nada más. Y no salir a defender. Porque yo creo que yo defiendo a los jueces -les repito lo que dije a la mañana- no tratando de hacer doctrina. La Legislatura hace leyes, los jueces hacen sentencias, jurisprudencia. Y nosotros, ¿qué hacemos acá? ¿Vamos a hacer doctrina con todo esto que estamos diciendo? Nosotros no tenemos que hacer eso: eso lo tiene que hacer el Tribunal Superior de Justicia. Yo defiendo a los jueces y la independencia del Poder Judicial…

Dra. Daniele.- Callándote la boca.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- No callándome la boca. No son funciones que nos competen a nosotros. 


Yo no tengo la culpa de que el Tribunal Superior de Justicia nos haya citado y nos haya dado traslado de esta demanda y que nos diga a nosotros una serie de cosas, que nos llama a emitir nuestra opinión o nuestra visión institucional, pero que ni siquiera tampoco es salir a defender la competencia de los jueces porque nos dice que no es la función nuestra, y yo tampoco entiendo que sea así. 


De una u otra forma estás fijando criterios generales de actuación, y yo no quiero generar ningún criterio general de actuación. Porque no lo quiero generar cuando a lo mejor no estoy de acuerdo con alguna medida que tomemos ni tampoco cuando los quiero llegar a utilizar o pueden llegar a servir para defender a los jueces. Yo creo que no los estamos defendiendo de esa forma. Estamos complicando más todavía.

Dra. Daniele.- Es que no es a ningún juez que hay que defender, sino a las competencias del Poder Judicial.


Lo que acá simplemente hay que definir… 

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Las tienen que defender los jueces las competencias.

Dra. Daniele.- … para que resuelva el Tribunal Superior, lo que tiene que hacer el Consejo de la Magistratura -y esta es mi opinión- es defender la competencia del Poder Judicial para poder intervenir en un procedimiento que tiene ciertas reglas, para ver si se han cumplido porque se ha violado o no la Constitución Nacional, la Constitución de la ciudad, una ley nacional o de la ciudad o un reglamento. 


El juez, cualquier juez, lo que tiene que hacer es esto: cuando hay un procedimiento reglado, o sea cuando hay una causa, que es lo que dice Casás en lo que leí hoy a la mañana, tiene que intervenir. Y eso no es defender la competencia a ningún juez con nombre y apellido.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Esa causa a la que hacías referencia vos, ¿se refería a un proceso de selección de un juez?

Dra. Daniele.- Claro.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Pero es distinto el procedimiento de selección de un juez que el procedimiento de selección de un miembro del Tribunal Superior de Justicia, porque no es lo mismo. 

Dra. Daniele.- En el estadio en el que estaba hablando, es lo mismo. Porque el Poder Judicial de la ciudad -y acá intervinimos tanto la sala I como la sala II, fue para anular una audiencia que se había hecho en el seno de la Legislatura por impugnación ante la candidatura de un juez. No estamos hablando ni del decreto anterior ni del procedimiento ni demás, sino del propio procedimiento legislativo. Y las dos salas fallamos a favor de que se podía revisar el procedimiento, y el Tribunal Superior, en este y en otros pronunciamientos, todos concordantes, dijo que efectivamente estas cuestiones se pueden revisar.


Ahora bien, en cuanto a qué hace el juez del juzgado 59, del contencioso administrativo o de donde, es un tema que defenderá el juez o verá cómo hace, lo pedirá al Consejo, en fin, verá. Pero nosotros no estamos defendiendo la competencia de ningún juez en particular, sino del Poder Judicial, sobre si el Poder Judicial puede, cuando hay una causa o controversia, fallar en esa causa. Es eso, nada más.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- No nos corresponde a nosotros decir si le corresponde o no le corresponde.

Dra. Daniele.- ¿Quién lo va a decidir? Lo va a decidir el Tribunal Superior. 

Dr. Cozzi.- Ni siquiera en eso, porque estemos hablando en esa causa…

Dra. Daniele.- No, en esa causa no. Digo la competencia del Poder Judicial para intervenir cuando hay causa o controversia, aplicando el derecho.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Yo entiendo que el juez puede actuar en el momento que lo considere oportuno y como lo considere oportuno, dictando las medidas que considere oportunas. Y nosotros, yo mismo, el Consejo de la Magistratura -como dije antes- nunca le he dado ninguna instrucción ni le he cuestionado ninguna resolución, porque no nos corresponde. Punto.


Si el Tribunal Superior de Justicia entiende que es admisible el conflicto de poderes como consecuencia de una situación en particular, donde parecería, les digo: señores, puede ser, resuélvanlo.

Dra. Daniele.- ¿Cómo lo van a resolver si hay una parte que no contesta?

Dr. Cozzi.- Lo que pasa es que yo creo que ahí está el tema. Si el planteo te lo pueden hacer…

Dra. Daniele.- Hay un actor y cero demandado. ¿Cómo va a resolver la cuestión?

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Los jueces van a contestar, ¿no?

Dra. Daniele.- La demanda es a nosotros.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- No importa, pero yo puedo decir que no me corresponde a mí contestar, o puedo decir otra cosa. Nadie puede obligarme a mí a contestar de una determinada forma. Y el hecho de que nosotros todavía no estemos de acuerdo, significa que esto es opinable. Y si nosotros opinamos y nos ponemos de acuerdo con que, efectivamente, hay un conflicto…

Dr. Corti.- Es que todos estamos de acuerdo en que hay que contestar, salvo vos.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Lo que te quiero decir es lo siguiente. Si en algún momento se junta una mayoría que resuelve que efectivamente hay conflicto de poderes y que los jueces se excedieron, eso puede tener unas consecuencias que no pueden estar libradas a lo que es una resolución del Consejo de la Magistratura. Eso es lo que digo.

Dra. Daniele.- Estás haciendo algo absolutamente hipotético… 

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- No es hipotético.

Dra. Daniele.- … porque acá nadie dijo que esto haya ocurrido.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Pero no es hipotético, porque puede surgir.

Dr. Mas Velez.- Yo estuve pensando mucho, por algunas charlas que tuve con algunos colegas. Y creo que eso sería imposible.


Lo que estuve viendo, pensando en voz alta -porque es muy complejo discutir en este contexto en términos de ser formal en la alocución- me parece difícil plantear que no es admisible, hacer un planteo de inadmisibilidad en relación a la procedencia del planteo del procurador en términos de habilitar un ámbito de debate sobre la posible existencia de un conflicto de poderes. 


Al mismo tiempo, creo que uno sí debería atacar la decisión del Tribunal en el sentido contrario al planteo del procurador de convocar a los jueces de primera instancia.


Creo que eso complica porque la cláusula constitucional es clara y la cláusula del artículo 11 de la 402 es palmariamente clara en términos de la representación del Poder Judicial y del Consejo de la Magistratura.


En algún punto se hace pasible de objeciones similares a las que ha hecho Nación a los mecanismos para saltear instancias cuando eligen traer a los titulares de los juzgados de primera instancia. Si nosotros despejáramos eso, quedaría claro que no estamos en el mundo del pasado; quedaría claro que estamos en el mundo del conflicto de poderes, tal cual se resolvió en la Constitución y las leyes.


¿Y por qué digo que en ese punto sería imposible que se diera ese supuesto?


En primer lugar, -y ese es un problema que tienen los abogados y que por lo general no tienen los jueces, ni tampoco los legisladores- porque uno no contesta lo que quiere: contesta lo que puede. Porque en definitiva hay cuatro sujetos que cuando eligen una vía, marcan la cancha en algún sentido, eliminando algunas opciones y privilegiando otras.


En algún punto, cuando con esta narración de hechos te dice a vos que esta narración te lleva a concluir que hay un conflicto de poderes, en algún punto te obliga a utilizar un supuesto muy fuerte, que es el de partir de la concepción de que la competencia se ejerció irregularmente. Porque si no se hubiera ejercido irregularmente la competencia, en principio no podría haber conflicto de poderes.


Como lo plantea la jurisprudencia de Nación, habría una brecha; pero como lo plantean Lozano y Conde en sus votos, cabría pensar que acá no tenemos una vía procesal inexistente y la necesidad de saltar instancias para llegar a una única instancia que nos permita resolver este problema con esta celeridad, sino que acá las cuestiones relevantes que estarían planteadas son: el texto del procurador y la generalidad de las cuestiones planteadas. Yo no me refiero exclusivamente a las medidas dictadas en el proceso hasta ahora, en los expedientes que están iniciados hasta ahora, sino a cualquier situación que pudiera darse en un proceso similar en el futuro.


Eso primero refuerza el argumento de que tiene que ser el Consejo el que se presente con los jueces de primera instancia; y segundo, plantea un ejercicio regular de la competencia. Porque lo que no puede suponerse es que sea un futuro de irregularidades, porque eso además tendría una vía para resolverlo, que es la vía de las denuncias disciplinarias, como la que hemos sustanciado en fecha reciente. Por ende, vos jugás con un supuesto.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- ¿Pero a vos te parece muy loco que yo te diga que el Consejo…

Dr. Mas Velez.- La segunda cuestión es la que plantea Conde. Conde dice: acá tenemos que presumir que hay un ejercicio regular de la competencia. Está en el texto de su voto.


Y la última es la que dice Lozano, que nuestra principal preocupación es salvar los principios básicos que forman la democracia representativa, entonces acá lo que tenemos es un conflicto de coordinación entre poderes, y eso pareciera ser consistente con lo que plantea Conde. Por eso digo que uno termina yendo hacia un supuesto muy fuerte a favor de que hay ejercicio regular de la competencia. ¿Por qué es esto? Porque cuando te ponen plazos tan cortos, vos no tenés oportunidad de sustanciar un expediente con todo el rigor para determinar si la competencia se ha ejercido de acuerdo a la regla; y vos tenés al mismo tiempo que asumir la defensa de esto porque te lo impone el artículo 11 de la ley 402. Entonces, en ese punto vos tenés que establecer un supuesto fuerte, que es decir: yo supongo que las competencias se ejercieron regularmente. Eso hace que no haya mañana una posible acción, una cuestión disciplinaria; pero me responsabiliza a mí y también al procurador, porque cuando él me dice que seguimos este camino, él no puede decir mañana: si este camino no prospera, ahora yo por los mismos hechos voy y denuncio. 


De hecho, la narración que hace sobre los hechos, sobre la conducta aparente, de lo que le consta al procurador, del juez Gallardo, que podría ser sometida al escrutinio de la instancia disciplinaria, yo creo que planteada por esta vía inhibe repetir el planteo en la instancia disciplinaria. Por eso digo que la situación no podría darse.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- ¿Qué situación no podría darse?

Dr. Mas Velez.- La situación en la cual vos entiendas que hubo ejercicio irregular y, al mismo tiempo, conflicto de poderes. Si yo entiendo que hubo ejercicio irregular, no puedo llevar la defensa y tengo que habilitar la instancia disciplinaria. En este caso yo tengo que partir de un presupuesto fuerte que es defender la independencia, defender las competencias suponiendo que se hizo un ejercicio regular de las competencias de los jueces. Esa es mi sensación después de haber leído un poco…

Dr. Cozzi.- Por eso yo decía hoy a la mañana que los jueces ya se expidieron. Se expidieron en base a la competencia que les da la propia ley. Entonces, traerlos aquí y decirles: vengan a dar explicaciones respecto de qué visión tienen de su competencia es ponerlos contra la espada y la pared. ¿Qué van a decir? ¿Van a contradecirse contra sus propias decisiones? No, tiene razón señor Tribunal Superior, me excedí. La verdad, me pasé de rosca. ¡No! Porque se supone que la ejercieron dentro del marco legal.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Eugenio: yo estoy diciendo que nosotros le tenemos que decir al Tribunal que por cómo nos han explicado la situación en la que no participamos nosotros y por lo que implica la definición de conflicto de poderes, puede ser que exista un conflicto de poderes por la superposición o por conflicto de funciones. Eso es lo que creo que le podemos decir al Tribunal Superior de Justicia.

Dr. Cozzi.- Claro, pero yo creo que no hay –o dependerá de la postura que tenga cada uno- en virtud de esta presunción de que hay legitimación y en función de que todos los actos, por lo menos en el ámbito de la ciudad, son revisables, porque ya lo ha sentado el propio Tribunal Superior. Está bien, yo no tengo que hacer jurisprudencia, pero yo tengo que sentar ni postura. Yo estoy reflexionando y no me excluyo –digo como Consejo de la Magistratura que representa al Poder Judicial- del conflicto de poderes…

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- ¿Cómo?

Dr. Cozzi.- Que no excluyo al Poder Judicial del conflicto de poderes.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- ¿Por qué?

Dr. Cozzi.- Y, porque desde esta perspectiva nunca podrías tomar una postura.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- ¿Por qué no?

Dr. Cozzi.- Y…, porque justamente vos me estás diciendo que no puedo decir nada; entonces el Poder Judicial no forma parte de un conflicto de poderes, cuando justamente es uno de los poderes que puede formar parte de un conflicto de poderes con otro poder, en este caso con el Poder Ejecutivo.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Yo entiendo que son los jueces los que tienen que defender la competencia y decir lo que tengan que decir. En el caso particular estamos dando por supuesto, como dijo Mas Velez, y yo estoy de acuerdo, que los jueces actuaron dentro de su competencia. No estamos diciendo que no; pero sí que podría existir un conflicto de poderes en base a la situación que nos están explicando. Pero no decir que no hay conflicto de poderes…

Dra. Daniele.- ¿Vos leíste la demanda del procurador, que es lo que tenemos que contestar? ¿Quién nos explica qué cosa? Él pone una serie de agravios y nosotros tenemos que contestar esos agravios.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Lamentablemente, Mabel, no solamente creo que tenemos que analizar la demanda, sino que tenemos que tener en cuenta la resolución del Tribunal donde decretó la admisibilidad del conflicto de poderes y todas las demás resoluciones.

Dra. Daniele.- ¿Qué es lo que nos explicaron? ¿Quién nos explicó?

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- ¿Cómo?

Dra. Daniele.- Cuando vos decís: todo lo que nos explicaron. ¿Te referís…?

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- En la resolución. Todo lo que nos han dicho las resoluciones…

Dra. Daniele.- Todo lo que se ha resuelto.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- …y se ha resuelto.

Dra. Daniele.- Ah, bueno.


Entonces, entre lo resuelto la demanda nosotros tenemos que contestar. Eso es. Yo estoy totalmente de acuerdo con el análisis que hacía Juan Pablo. En realidad, esta diferencia, no sé por qué la introduce lamentablemente el procurador, porque él basa casi toda su demanda en este fallo de la UOM del año 96, donde la mayoría que evidentemente hizo en este caso un per saltum estaba integrada por Nazareno, Moliné O’Connor, Boggiano, López y Vázquez; y la disidencia muy interesante, donde se votó de otra manera, estaba encabezada por Fayt y por Belluscio en un voto conjunto con Bossert. En el voto del doctor Fayt en el caso Rodríguez –estamos hablando de per saltum, de Dromi, de toda esa época- dice el juez Fayt: menos aún puede reconocerse que un magistrado del Poder Judicial de la Nación, en abierto apartamiento de su competencia ha alterado el equilibrio de funciones inherentes a la forma republicana de gobierno. Cita entrecomillado lo que dice el actor. Antes bien, como ha señalado esta Corte desde sus albores, es elemental en nuestra organización constitucional la atribución que tienen y el deber en que se hallan los tribunales de justicia de examinar las leyes o, como en el caso, los actos del Poder Ejecutivo, en los casos concretos que se traen a su decisión, comparándolas con el texto de la Constitución para averiguar si guardan o no conformidad con esta, y abstenerse de aplicarlas si las encuentran en oposición con ella, constituyendo esta atribución moderadora uno de los fines supremos y fundamentales del Poder Judicial nacional y una de las mayores garantías con que se ha entendido asegurar los derechos consignados en la Constitución contra los abusos posibles e involuntarios de los poderes públicos.

Dra. Moya.- Para que no nos empantanemos en este debate deberíamos determinar, en primer lugar, qué actitud va a asumir el Consejo de la Magistratura, si va a proceder lisa y llanamente a la contestación del traslado que le fuera efectuado…

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Creo que tenemos que contestar.

Dr. Cozzi.- ¿Eso está decidido?

Dra. Moya.- Bueno, si en eso estamos todos de acuerdo…

· Varios consejeros hablan a la vez.

Dr. Corti.- Yo creo que hay varias cosas claras, salvando las opiniones diversas. Tenemos que contestar que hay algunos elementos que nos permiten a nosotros reflexionar sobre la admisibilidad, como el que señaló el Dr. Vega, de la legitimación activa; que hay ciertas cuestiones en los hechos que están acá narrados de cierta forma y no están probados; entonces, uno no puede sacar una serie de conclusiones diciendo que hay una especie –no está utilizada la palabra- pero la palabra que está utilizada, y utilicemos esa, es una maniobra. Entonces eso es una imputación muy fuerte a una tarea colectiva de los magistrados que no está probada. Entonces, si eso no está probado pierde peso una conclusión que saca la Procuración, que dice que hay unas vías de hecho. Él dice: acá hay unas vías de hecho en la medida en que hay toda una confabulación, hay un ardid entre varios jueces que se excusan, piden licencias, etcétera; entonces, si todo eso no está probado, cambia mucho el escenario fáctico que está presente. Una cosa es el que está alegado acá y otra cosa es a lo que uno puede llegar después de sacar todo aquello que consideró que no está probado…

Dra. Moya.- Claro.

Dr. Corti.- Como dice el Dr. Más Vélez: yo tengo un número finito de decisiones que son medidas cautelares de los jueces que ejercieron regularmente su competencia. Luego yo creo que nosotros podemos decir que la tesis central que está en esta demanda, al menos de acuerdo a la jurisprudencia del Tribunal Superior, a la jurisprudencia de la Corte y al desarrollo de la jurisprudencia comparada no es aceptable.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- ¿Qué cosa no es aceptable?

Dr. Corti.- Que hay actos respecto de los cuales hay competencia exclusiva y excluyente del Poder Ejecutivo y de la Legislatura. Afirmado en esos términos tan tajantes es una doctrina muy difícil de sostener.

· Se superponen las voces de los doctores Corti y Devoto. 

Dr. Corti.- Tratando de resumir, creo que podíamos avanzar en aquellas cosas en las que hay mayoría.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Estamos haciendo doctrina cuando no nos corresponde.

Dra. Daniele.- ¡¿Qué doctrina?! ¡Estamos contestando una demanda!

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Decir que es la visión del Consejo de la Magistratura que hay actos que no son…

Dr. Corti.- Es algo muy loable. 

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Es algo que no nos corresponde. 

· Varios consejeros hablan a la vez.

Dra. Blasi.- Me parece que se están confundiendo. Primero, nosotros como institución tenemos que contestar la demanda. Segundo, él dice contestarla de una manera y ustedes dicen contestarla de otra. No sigan discutiendo porque jamás se van a poner de acuerdo. Ustedes van a seguir diciendo que hay que contestar cosita por cosita…

Dra. Daniele.- Bueno, votemos y ya está. 

Dra. Blasi.- Tanto lo que dice él como lo que dicen ustedes, las dos cosas son contestación. Él dice que hay que hacerlo de una manera y ustedes dicen que hay que hacerlo de otra. 

Dr. Heller.- ¿Operativamente ahí dos posiciones claras?

Dra. Blasi.- Claro.

Dr. Corti.- No es cosita por cosita. 

Dra. Blasi.- Bueno, disculpame Horacio, no me expresé bien. No es cosita por cosita. Como él dijo que eran un montón de… no sé qué palabra usó, entonces, por eso dije eso. 

Dr. Corti.- Minucias.

Dra. Blasi.- Sí.

Dra. Daniele.- Hay que contestar grandes cosas, no cosas pequeñitas. Los grandes temas.

· Varios consejeros hablan a la vez.

Dr. Cozzi.- Hablan de visión. El Tribunal Superior utiliza la palabra visión que puede tener el Consejo. Dentro de esa visión…

Dra. Blasi.- Digo todo esto para ir ordenando el diálogo.

Dra. Moya.- Exacto; si no…

Dra. Blasi.- Hay dos posiciones. Las dos concuerdan en que hay que contestar como institución. Unos dicen que hay que contestar todo esto y Mauricio estuvo explicando que hay que contestar de esta manera. No se van a poner nunca de acuerdo, porque evidentemente son dos tipos distintos de contestación.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Mi posición parece no ser la mayoritaria.

Dra. Blasi.- Claro.


Yo creo que lo que habría que hacer es expresar nuestros puntos de vista, votar y contestar de acuerdo a lo que opine la mayoría. Después, el que piense distinto, como él, por ejemplo en este momento, o como algún otro que pueda haber, lo fundamentara y quedará en la versión taquigráfica. Nada de esto va a invalidar la contestación. Incluso se puede ir a la audiencia y expresar el punto de vista: de acuerdo con el Tribunal, de acuerdo con el procurador y demás, o no, porque él va a ser el representante de todos…

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- No sé si voy a ser yo el representante de todos ante… No sé. Evaluaremos la conveniencia según cómo salga la contestación, más allá de que yo la firme.

· Varios consejeros hablan a la vez.

Dra. Blasi.- Creo que convendría hacerlo antes del plazo.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Habría que ver si dentro de la posición aparentemente mayoritaria, habría consenso para dar un cierto contenido a esto. 

Dra. Moya.- O sea, cuál es el contenido de la contestación. Ya se da por supuesto que eso es lo que vamos a hacer. 

· Asentimiento. 

Dra. Blasi.- Que se hagan dos proyectos de contestación: uno de la mayoría y otro de los demás.

Dr. Cozzi.- ¿Pero cuál sería la visión institucional nuestra?

Dra. Moya.- Creo que hay que defender la competencia de los jueces.

Dr. Cozzi.- Por eso digo. Tenemos que expresar una visión institucional. 


A lo mejor, con otra composición, como ha pasado con los tribunales superiores y con la Corte, por ahí pueden cambiar de visión. Y eso no deja de ser institucional. No implica que una decisión sea rígida por los siglos. A lo mejor hay una evolución. Horacio describió muy bien hace un rato toda esa evolución. Dentro de dos, tres o cinco años, no sé qué puede pasar. Hoy la visión es la de que tenemos que tratar…

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- En el contenido de esta visión, lo que digo es que no corresponde hacerla al Consejo de la Magistratura.

Dr. Cozzi.- Pero si a mí el Tribunal Superior me está diciendo: dé una visión institucional.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Yo le contesto lo que entiendo que le puedo contestar al Tribunal. Les digo: señores, respecto del conflicto de poderes, no les puedo decir mucho más de lo que ustedes han hecho, creo que las competencias son de los jueces, ustedes los han citado como partes, ellos se tienen que presentar, y lo que yo les puedo decir es que atento a las circunstancias que hay, me parece que podría haber un conflicto de poderes, entiendo lo que ustedes han hecho, considero que los jueces no los están citando como consecuencia de que están criticando a título personal ni están yendo al fondo ni se están abocando a la tarea de ellos, sino que entiendo que podría existir un conflicto de poderes y ustedes tienen que resolverlo. Y punto. 


Yo soy Consejo de la Magistratura. Esa es la posición. Nada más. Ni más ni menos. 

· Varios consejeros hablan a la vez. 
Dra. Daniele.- Otra posición debería partir de lo que dijo de entrada Horacio. Cuando el procurador dice que este es un acto que en sus distintas etapas es de competencia exclusiva y excluyente del Poder Ejecutivo y del Poder Legislativo, y que por lo tanto los jueces del fuero contencioso administrativo y tributario carecen de competencia constitucional para dictar medida alguna que interfiera, etcétera, todo eso tenemos que contestarlo porque involucra el problema de la cuestión política sobre si existe o no existe una zona de reserva de la administración que esté exenta del control de los magistrados, o una cuestión política o -como dijo Horacio hoy- un título completo sobre el acto institucional, siguiendo o llevando el tema de la cuestión política más hacia la doctrina del derecho administrativo, que esto ha evolucionado.


Entonces, ¿existe o no existe una zona exenta del control judicial? Habría que contestar claramente que no, que no existe ninguna zona de reserva, que no existe ningún tipo de cuestión política o acto institucional que esté exento del control. Lo que en realidad está exento de la posibilidad de la decisión, no del control, es tomar una decisión sobre cuestiones de oportunidad, mérito o conveniencia, pero no sobre la regularidad de un procedimiento que esté establecido en una norma, no importa cuál sea el rango, observando obviamente sí la jerarquía de la norma. Pero aun algo establecido en un reglamento, si es una norma jurídica eso puede ser controlado por un juez del fuero contencioso administrativo y tributario.


Esta sería una de las cuestiones a contestar.

Dr. Duquelsky.- Creo que habiendo dos mociones concretas, quizá ya se podrían someter estas dos mociones a votación, como para dar un primer paso. 

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- A mí me gustaría después acompañar el voto con la propuesta mía, y más allá de lo que manifesté, y como estuvo relatando Horacio, también entiendo que forma parte de mi propuesta el hecho de la contestación frente a algunas de las opiniones o de los dichos del procurador respecto de los jueces en cuanto a la forma de haber dictado las medidas y todas esas cosas que dijo Horacio recién. En cuanto a lo demás, no mucho más.

Dra. Di Matteo.- ¿También se votaría que uno de los argumentos es que no hay cuestión política no judiciable? Pregunto porque soy la que va a tener que redactar la resolución. 

· Varios consejeros hablan a la vez. 
Dr. Corti.- Ya lo dijimos varias veces. Es un enfoque donde hay una primera parte de reflexión procesal, una cuestión de los hechos y el fondo mismo.

· Varios consejeros hablan a la vez. 
· Luego de unos instantes:
Dr. Duquelsky.- Como este caso es complejo y hay mucha gente que tiene mucho estudiado, puede aportar a la Dirección de Asuntos Jurídicos y al Departamento de Representación algunas precisiones mayores.

Dra. Di Matteo.- No es sobre la cuestión doctrinaria, es sobre la posición. De lo que se debatió entiendo que hay que poner que no hay cuestión política no justiciable, y sobre eso vamos a redactar. ¿Correcto?

Dr. Duquelsky.- Sí. Pero es un poco más amplio.

Dra. Di Matteo.- ¿Qué es lo más amplio? ¿Podemos decirlo?

Dr. Duquelsky.- Lo más amplió, que planteó Mabel, pasaba por el encauce que hace la procuración por la cuestión institucional y la doctrina que va en ese sentido, no sólo como cuestión política sino distinguir la esfera de reserva administrativa…

Dra. Daniele.- Zona de reserva administrativa. 

Dr. Corti.- Todo es el mismo concepto.

· Varios consejeros hablan a la vez. 
Dra. Di Matteo.- Todo lo que comprenda que no existe la cuestión política no justiciable y que no existe zona de reserva no controlable por los jueces.

Dra. Daniele.- No. La cuestión política es cuestión política. Lo que se llama acto institucional es una cosa que en general no se entiende como cuestión política. Por eso Marienhoff hizo toda una disquisición referida al acto institucional.


Y por el otro lado, el tema de la zona de reserva administrativa. ¿Por qué? Me parece que es todo junto. Además, la zona de reserva administrativa puede ni siquiera ser una cuestión política.


Entonces, son las tres cosas. ¿Por qué? Porque el procurador lo dice expresamente. Y el gran problema que los que somos jueces vemos es que en el 99,9 por ciento de los casos -y vos lo habrás visto en muchas de las contestaciones- el Poder Ejecutivo dice que el Poder Judicial se está inmiscuyendo en la zona de reserva de la administración.


Si esto es así y nosotros dejamos que se establezca una decisión por la cual cuando hay una zona de reserva de la administración no pueden dictar una sentencia sobre esta materia, prácticamente no se podría dictar sentencia sobre ninguna de las cosas que el Ejecutivo defina como zona de reserva de la administración. 


Por eso es tan importante decir en el conflicto de poderes que no existe ninguna zona de reserva administrativa per se que no se pueda controlar. No existe ninguna cuestión de las denominadas políticas que no se pueda controlar. Y no existe acto institucional al estilo de lo que definía Marienhoff del Poder Ejecutivo, de algunas de las administraciones, exento de control. Lo que se puede controlar, ¿qué es? Las facultades regladas y lo que se denominan límites elásticos de las facultades discrecionales, o sea los límites jurídicos de las facultades discrecionales, que son la arbitrariedad, la buena fe, la desviación de poder. Esto se puede controlar porque siguen siendo límites jurídicos. 


Lo que no se puede decidir, una vez que se ejerció el control, es lo siguiente. El Poder Judicial no puede decir “vea, ha cumplido todas las normas, el acto no es arbitrario, no ha incurrido en mala fe y no hay desviación de poder, pero igual no me gusta lo que decidió”. Entonces, me meto en una cuestión de oportunidad, mérito y conveniencia. Esto es lo que le está vedado al Poder Judicial.


En lo demás, no es que sea un poder sobre el otro que tiene mayor jerarquía o mayor injerencia sobre los otros. Son funciones diferentes. El Poder Judicial puede controlar, y esa es la garantía para el ciudadano, como decía Fayt. 


Ahora bien, si el juez de primera instancia dicta una resolución que agravia a alguien, por eso la propia ley 402 excluye del conflicto de poderes todo aquello que es planteado como conflicto por un poder porque no usa los canales normales que le indican las normas que tiene que usar. En la propia ley excluye esa posibilidad.


Entonces, el conflicto de poderes sólo se da porque no tiene otra forma de dilucidar el poder la defensa de su competencia, que esa del conflicto de poderes. Este es el tema.


Por eso digo que es muy importante decir que no hay zona alguna del ejercicio de los otros poderes que no pueda ser controlada por el Poder Judicial. Ninguna. Sí, la cuestión de oportunidad, mérito y conveniencia, en la que no puede entrar, no puede decidir. Ahí sí se estaría arrogando facultades de otro poder. 

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- ¿Les puedo hacer una pregunta? ¿Hay algún inconveniente con redactar esto, no en cuanto a la redacción como lo expresó Mabel, sino en cuanto a la posibilidad de poner cuál es la otra opinión respecto de los otros miembros del Consejo?

Dra. Daniele.- En la contestación de la demanda, ya dijimos que no.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Yo lo estoy proponiendo porque entiendo que como es una contestación de un proceso diferente a los procesos comunes y corrientes, entiendo que se podría hacer. Por eso les pregunto a ustedes, a ver qué les parece.

· Varios consejeros hablan a la vez. 
Dra. Blasi.- Mi idea era que la resolución fuera el resultado de la opinión de la mayoría.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Está bien. Si me dicen que no, es no.

Dra. Daniele.- Para mí no corresponde.

Dr. Duquelsky.- La voluntad de la administración es la conformada por la mayoría.

Dra. Daniele.- Es la voluntad del órgano.

Dr. Corti.- Hay una mayoría, que es la que decide la estrategia de la contestación. Pero todo lo que dijimos, incluso tu posición Mauricio, está en un acta, acta que se puede poner en conocimiento del Tribunal, donde se pueden discutir todos los aspectos, ¿por qué no? 

Dra. Moya.- O sea, vos decís que se acompañe el escrito de contestación de demanda con la opinión de la mayoría, y la versión taquigráfica para ilustrar.

Dr. Corti.- Efectivamente.

Dra. Daniele.- Yo creo que no corresponde, de ninguna manera, porque es debilitar la posición institucional de quien contesta. Es el órgano el que contesta, no cada uno.

Dra. Blasi.- Pero el fundamento del voto de la minoría puede estar.

Dra. Daniele.- Está en el acta. Cualquiera que quiera, puede venir a leerla.

Dr. Vega.- Es pública el acta.

Dra. Daniele.- Es pública.

Dra. Daniele.- ¿Cuáles serían los puntos? Para ver cómo los podemos resolver. Pensémoslo. ¿Qué creés que debería incluir la contestación, al margen de cómo lo incluyas, que eso lo vemos después, qué debería decir? ¿Qué te parece a vos que debería decir?

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Por lo pronto, yo he hecho una propuesta con las cosas que me parece que nosotros deberíamos contestar, y después hubo una propuesta mayoritaria, que fue expresada recién por Mabel, estableciendo esa serie de puntos a incluir. 


Lo que yo estaba diciendo solamente es si existía la posibilidad de poner las dos propuestas dentro de la contestación. 

Dr. Mas Velez.- ¿Cómo hacemos? Explicame cómo lo enunciarías, a ver si hay una forma de resolverlo.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- ¿De poner las dos cosas?

Dr. Mas Velez.- Sí.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Por una cosa se nos solicita una opinión o nuestra visión institucional, decir que la institución tiene estas dos visiones: la visión mayoritaria, integrada por equis cantidad de consejeros, y una visión minoritaria, que es la siguiente. Punto. Como nos están pidiendo una ilustración o una visión institucional, no sé si a lo mejor vendría bien tener distintas visiones para analizar las cosas. Eso, porque yo entiendo que no es un proceso común y corriente. Y nada más. Pero así como acepté no contestar la demanda yo directamente, con las facultades que tengo, les pregunto. Pero si me dicen que no, está bien, que quede en el acta, no tengo mayores problemas. Esa sería la forma.

Dra. Daniele.- Yo voto por tercera vez que no. 

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Acepto.

Dr. Corti.- El debate tiene que ser lo más amplio posible y deben darse la mayor cantidad de argumentos. Por eso considero razonable dar argumentos acerca de qué pensamos sobre los diferentes aspectos de la admisibilidad, y también sobre el fondo, etcétera. Por eso no me parece mal remitir al Tribunal Superior esta acta en donde están los argumentos que todos dimos un poco informal y espontáneamente, más allá de que no tienen un grado de elaboración como lo que uno escribe. Como decía, me parece bien que en su momento pueda remitirse todo esto al Tribunal…

Dra. Blasi.- Fuera de la contestación.

Dr. Corti.- Claro. 


No me parece que perjudique a nadie y...

Dra. Blasi.- Yo en eso estoy de acuerdo.

Dr. Corti.- Creo que favorece la deliberación y de esta manera quedaría presente la voz del Dr. Devoto.

Dr. Cozzi.- Yo la verdad que tengo mis dudas, pero creo que no correspondería por una cuestión de estrategia…

Dra. Daniele.- No corresponde. 

Dr. Cozzi.- … más allá de que el Tribunal Superior podría pedir el acta.

Dra. Daniele.- Es una estrategia en contra de nosotros mismos.

Dr. Vega.- Siendo el acta pública, el Tribunal Superior tiene la posibilidad, por sus propios medios, de obtenerla; y desde ya que se le podrá facilitar, si ese es el caso. 

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- La propuesta es no mandarla, toda vez que el acta es pública, y no poner más nada.

Dr. Corti.- Yo creo que esta bien enviarla, porque no es algo que a mí, que soy la mayoría y que vamos a exponer nuestra posición, nos agravie. Estarán tus argumentos junto con todos los demás. Lo que no me parece es adjuntarla en el mismo escrito…

Dra. Daniele.- Ese sería el colmo de los colmos.

· Varios consejeros hablan a la vez.

Dr. Mas Velez.- Tenemos que considerar que finalmente estamos expresando la opinión del cuerpo. Entonces, podríamos decir que la consideración de ese argumento fue –no sé qué palabra utilizar- desechada…

Dra. Daniele.- Desechada por el cuerpo.

Dr. Mas Velez.- Pero creo que podría ser peor la mención que la falta de mención.

Dra. Blasi.- Yo creo que no es mejor ni peor. Son estilos distintos.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Eso ya quedó claro que no.


Entonces, habría una mayoría para no incluirla. Por otro lado, el acta es pública y quedará a las resultas de a quien le interese.

Dr. Mas Velez.- Pero decime cómo lo plantearías. No es cuestión de conculcar opiniones…

Dra. Daniele.- Yo creo que la opinión no está conculcada. Acá cada uno da la opinión que quiere y queda en el acta. El tema es que ahora nosotros estamos decididos a contestar la demanda. Contestar en una demanda que esto es A, B, C, y aparte decir que hubo alguien que no estuvo de acuerdo con A, B y C y que estuvo de acuerdo con Z, es una cosa autocontradictoria de la propia contestación de la demanda, que en cualquier estrategia jurídica donde uno quisiera contestar una demanda, aunque sea un proceso especial, aunque no sea un proceso ordinario, no es solamente: mira, estamos en una reunión de café y estamos charlando entre amigos, entonces cada uno dice más o menos lo que quiere y ponemos las opiniones de todo: no. Es la opinión orgánica de un cuerpo.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Eso ya fue decidido por mayoría. Ahora lo que tienen que hacer es ponerse a ver efectivamente cuáles son los puntos o redactar el modelo. ¿Tenemos las posiciones para votar? No vamos punto por punto. Está todo el enfoque que dijo Mabel, con todo el contenido que ella dijo…

Dra. Daniele.- Más lo que dijo Horacio, con lo que vos estabas de acuerdo, que es el tema de una serie de hechos alegado por el procurador, no probados, que agravian al Poder Judicial, todos, y que hay que oponerse claramente a que esto sea dicho. Este es un segundo punto que habría que tener en cuenta.

Dr. Duquelsky.- Previamente, terminar de definir la legitimación activa del Poder Ejecutivo.

Dr. Di Matteo.- Un poco quedó expuesto por el Tribunal. No sé si ustedes quieren volver a insistir en la...

Dra. Daniele.- Sí, queremos volver a insistir.

Dr. Cozzi.- El planteo hay que hacerlo más allá de que después sea acogido o no.

Dra. Blasi.- ¿Puedo hablar?


En cuanto a la legitimación activa yo creo que el Poder Ejecutivo está legitimado. Esa es mi opinión. La voy a fundar en el acta. Yo voto por la minoría y dejo expresada mi voluntad de que la legitimación activa es procedente. En cuanto al conflicto no quiero decir que se trate de una cuestión política no justiciable, que es otro tema…

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Entonces estás de acuerdo en lo que dije yo.

Dra. Blasi.- Después voy a fundar los distintos aspectos de mi voto. Lo mismo que tratándose de este proceso complejo en el que intervienen los tres poderes, parte reglado, parte sin reglar y en distintas etapas en el tiempo. También considero que la actuación de la justicia para revisar precisamente esos vicios que se aluden, efectivamente los habría cometido el Poder Ejecutivo, fue hecha a destiempo, porque la actuación de la justicia tiene que concretarse al final del procedimiento que en esta etapa es excluyente y exclusivo del Poder Ejecutivo y del Poder Legislativo.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Yo no dije eso.

Dra. Blasi.- Yo sí, por eso lo quiero aclarar.

Dra. Daniele.- Respecto del Poder Ejecutivo, yo estoy de acuerdo con Gabriel y con Horacio en que el Poder Ejecutivo, al menos respecto de las facultades una vez que el proceso de designación ya está en la Legislatura, carece de legitimación activa. Uno de los fundamentos, ya cada uno acercará los suyos, está dado por las propias palabras del procurador cuando dice que la competencia constitucional del Poder Ejecutivo ya se agotó y, por lo tanto, no tiene legitimación activa.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- ¿Teresa?

Dra. Moya.- Yo manifesté que para mí es una competencia concurrente; por lo tanto, está legitimado el Poder Ejecutivo para plantear el conflicto de poderes.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- ¿Votás por seguir mi propuesta o no?

Dra. Moya.- ¿Cuál de todas ellas?


Eso es lo que yo planteé de entrada, de movida. Por supuesto que si vamos a contestar, sigo diciendo lo mismo que dije a la mañana: si vamos a contestar esta demanda como lo hace un abogado que contesta demandas, entonces vamos a hacer una contestación meticulosa punto por punto: no es cierto esto, no es cierto lo otro, etcétera, etcétera; o si vamos a hacer una contestación un poco más institucional seleccionando algunos temas que consideramos que son realmente gravitantes e importantes, de peso, en donde podamos hablar ejerciendo, digamos así, la función de ser una de las cabezas del Poder Judicial, y no asumir la representación como defensores de lo actuado por los jueces de primera instancia. Yo creo que todavía no está del todo claro cómo se va a encarar la contestación…

Dr. Corti.- Creo que nosotros como Consejo tenemos que decir que el Poder Ejecutivo no puede plantearnos un conflicto a nosotros con respecto a las potestades del Legislativo. Puede plantear un conflicto de poderes con respecto a sus propias potestades y sostener que esas potestades, por acción del Poder Judicial se ven vulneradas, lesionadas, obstaculizadas, pero no veo de qué forma el Poder Ejecutivo puede plantearme a mí un conflicto por las potestades del Legislativo, cuando el Legislativo no planteó por el método constitucional y legal el conflicto y, a su vez, la Procuración, para actuar en nombre de la Legislatura tiene que tener la designación expresa de la Legislatura, según la propia ley de la Procuración. La Legislatura no le dijo al Procurador: usted vaya en defensa de mis potestades, decisión que a su vez, según la ley, tiene que hacerse por una resolución. Entonces, en ese punto es un poco grosero decir que no tiene legitimación, porque en algún sentido sí está legitimado. Está legitimado para defender sus propias potestades, no para defender las potestades de otro, porque si no sería como una especie de círculo vicioso, donde cada uno se arroga las potestades del otro. En ese punto es útil plantear el debate, y ese aspecto efectivamente no lo dilucidó el Tribunal porque, en general, dijo: está bien, usted puede venir a plantear el conflicto. Lo que nosotros decimos es en qué términos, con qué extensión puede ese conflicto ser planteado. Porque bien podría haber sucedido que tanto en la Legislatura como el Poder Ejecutivo, ambos hubieran considerado que sus respectivas facultades estuvieron lesionadas, y ambos accionar contra el Consejo de cualquier forma o justamente como dice la propia ley de la Procuración, que ella puede intervenir en nombre de la Legislatura si la propia Legislatura así lo dispone.

Dra. Moya.- Yo quisiera agregar otro condimento, porque estamos hablando de una acción no ejercida por el Poder Legislativo. Acá nos encontramos con que el Poder Legislativo continuó con todas sus atribuciones: realizó la audiencia. ¿Qué pasó posteriormente? ¿Se pronunció o no se pronunció sobre las impugnaciones? Creo que allí hay una comisión especializada que debe contestar esas impugnaciones. Sería interesante saber qué ha pasado posteriormente, no sea que el Poder Legislativo simplemente esté caminando con sus tiempos y ejerciendo sus facultades…

· Varios consejeros hablan a la vez.

Dr. Corti.- Evidentemente ahí hubo un conflicto: un conflicto que no se tradujo en términos de conflicto de poderes. Pero no podemos negar que efectivamente hubo conflicto y esas decisiones pueden ser discutidas, pero eso no se tradujo de parte de ese órgano en un conflicto de poderes con respecto a nosotros.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- No nos olvidemos que se trata de un procedimiento en el que no sé si las instancias son claras y sucesivas. Creo que todas las instancias son como interdependientes una de las otras. Entonces, aunque una medida quede trabada en la Legislatura no podés decir que no le afecte al Ejecutivo, porque en definitiva le sigue produciendo un perjuicio. Se trata de una zona gris en la que no sé si el conflicto...

Dra. Daniele.- Y si el Poder Legislativo decide sine die no terminar de votar nunca la postulación. No la vota ahora, no la vota en enero, no la vota en mayo, no la vota en diciembre; simplemente no la vota. En ese caso tampoco en el Poder Ejecutivo puede concretar su anhelo de que le designen a un candidato. Pero lo que puede hacer es hacer la propuesta y después está la competencia legislativa. No es más co-competencia. No actúa más el Poder Ejecutivo una vez que la actuación entra en el Poder Legislativo.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Pero la Constitución establece a los dos poderes, también al Poder Legislativo, y existe una posibilidad de que esto suceda, pero en definitiva son los dos poderes que están en el proceso. Acá estamos hablando de una medida de otro poder.

Dra. Daniele.- Pero no son competencias simultáneas. Son competencias sucesivas.

· Varios consejeros hablan a la vez.

Dra. Blasi.- Ya está, no discutas más, Mauricio.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- No estoy discutiendo, simplemente cambiando opiniones.

Dra. Blasi.- Como dije antes, son dos posiciones y cada uno va a tener los fundamentos para su visión.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Está bien. Solamente estábamos charlando entre nosotros.

· Varios consejeros hablan a la vez.

· Luego de unos instantes:

Dra. Blasi.- ¿La mayoría quiénes la conforman? Creo que son Eugenio, Gabriel, Mabel, Horacio y Juan Pablo. 

Dr. Duquelsky.- Son mayoría absoluta. Y Teresa en algunas cosas pero no en otras.

Dra. Blasi.- Yo también tengo dudas.

Dr. Duquelsky.- Entonces, cinco votos seguro hay, aun sin Julio.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Juan Pablo, ¿vos estás por esa posición, no?

Dr. Mas Velez.- Sí.

· Varios consejeros hablan a la vez.

Dr. Corti.- El tema de la legitimación. Estamos hablando de si esos temas procesales los incluimos o no.

Dra. Di Matteo.- La falta de legitimación, si el Poder Ejecutivo carece de legitimación para ver si entablaba esa demanda. 

Dra. Daniele.- Por facultades que son propias de la Legislatura. Puede hacerlo respecto de sus propias facultades, que es lo que decía Horacio.


Pero nosotros entendemos, como Consejo de la Magistratura, que no puede el Poder Ejecutivo plantear un conflicto al Poder Judicial por facultades propias de la Legislatura. Esto es lo que nosotros cuatro decimos.

Dr. Mas Velez.- Lo escuché. El problema es este. Como estamos discutiendo esto, nos cabe la posibilidad de la búsqueda de hacer mayoría.

· No se oyen con claridad otras expresiones del doctor Mas Velez.
Dr. Mas Velez.- Hay tres cosas acerca de las cuales uno debería preguntarse si están bien o mal planteadas. 


Primero, la narración de los hechos parece incompleta, porque falta que alguien recoja -y acá se presenta un tema que tiene que resolver el Consejo de la Magistratura en cuanto a si va a ejercer la defensa del conjunto del Poder Judicial- una mirada de cada una de las causas en las que se ha trabado el problema, más un comentario entre los jueces, cosa que está haciendo el Tribunal ahora, porque ya ha requerido los expedientes, para conocimiento de las partes que han considerado eso relevante, y los ha devuelto. Está la narración que hace el propio tribunal. Cosa que también hace la procuración, que al ser parte en los expedientes ha hecho el mismo laburo. Los ha visto, ha tomado nota de lo que pasa y conoce las opiniones de los jueces.


A partir de ahí uno puede construir una serie de respuestas al planteo. Y yo, por ejemplo, me inclino a pensar que si bien es posible que sea admisible la presentación, es posible también que no exista tal conflicto de poderes entre el Legislativo y el Judicial y que no tengamos que definirlo en términos de la admisibilidad del planteo sino que tengamos que definirlo en términos de la resolución del fondo de la cuestión.


Analizado lo presentado, la pretensión del procurador es imposible de satisfacer porque no se verifica en los hechos su planteo. Yo veo más firme la respuesta en esta segunda vía que en la primera, la de la admisibilidad. En eso comparto con Devoto.


Es más. Podría haber un conflicto de poderes entre el Ejecutivo y el Legislativo que no está planteado, y es el siguiente. Cuando el Legislativo elige no seguir la misma vía que el Ejecutivo, a los ojos del Ejecutivo, que es el que reclama la imposibilidad de concretar un acto complejo como el que alega el procurador, es el Legislativo el que no está tomando los cursos de acción que permitan resolver la cuestión. No en el contexto de una acción de conflicto de poderes.


Entonces, yo estoy de acuerdo con el tema de que el Legislativo no está en condiciones, que no tiene por qué plantear, en fin, no sé cómo decirlo. Intuitivamente, pero estoy pensando en voz alta, me inclino a pensar que uno debería cuestionar esto en relación a la inexistencia del conflicto y no a la admisibilidad de la acción. Eso en cuanto a los puntos que se estaban planteando. Pero como decía antes, no se puede plantear una cuestión incoherente o inconexa una cosa de la otra.

Dra. Daniele.- Pero eso ya lo votamos. Lo que ahora estábamos votando era simplemente si además, sobre el tema del fondo del conflicto, sobre si existe o no existe, si hay zona de reserva o no la hay, etcétera, si además de esto podemos plantear que el Poder Ejecutivo, en esta etapa, carece de facultades para plantear, con legitimación activa, un conflicto de poderes por las competencias propias de la Legislatura, porque ya pasó la etapa en la cual él tenía competencia constitucional para ejercerla.


Pasó al ámbito de la Legislatura. Entonces, en el ámbito de la Legislatura -esto es lo que planteamos algunos- ¿puede el Poder Ejecutivo decir que la competencia de las legislaturas son las que están interferidas por el Poder Judicial? ¿Es el Ejecutivo el que tiene que venir a plantear este conflicto de poderes? ¿O en tal caso sería la Legislatura, si quiere, la que tendría que venir a hacerlo? No es que el Poder Ejecutivo no tenga posibilidades de plantear un conflicto de poderes al Poder Judicial, sino que no las tiene en la etapa en la que se encuentra el procedimiento y en el momento en que eligió hacer el conflicto de poderes.


Entonces, a todo lo del fondo le agregamos que no tiene legitimación activa el Ejecutivo para plantear este conflicto como lo hizo. 

· Varios consejeros hablan a la vez.

Dr. Mas Velez.- No estoy seguro, por cómo estructura su pretensión el procurador, que uno pueda decir que toda la pretensión es inadmisible. Eso en primer lugar. Y en segundo término, que devino abstracta la cuestión porque el expediente ya fue girado al Legislativo.

Dra. Daniele.- No. Abstracta de ninguna forma estamos planteando.

Dr. Mas Velez.- Serían admisibles sólo aquellas cuestiones en las que el procurador plantea violaciones a la competencia que es propia del Legislativo. Pero yo no creo que por esto uno pueda tachar de inadmisible el conjunto del planteo del procurador. 


Y esto por varias cuestiones. Como decía antes, porque él pretende una ejemplarización y efecto futuro del resultado de esta discusión, que retrotrae el planteo al momento en el que estaba a instancia del Poder Ejecutivo. Segundo, porque siendo el acto complejo, es probable que uno tenga que ser un poquito más generoso en términos de cuál es la habilitación, aun cuando toda esa generosidad que uno tiene al momento de habilitar la instancia, opera en sentido contrario al momento de determinar si existe o no el conflicto. Entonces, creo que hay que ser generoso para habilitar la instancia y muy estricto a la hora de determinar si existe o no existe un solapamiento de competencias.


Por eso digo que me parece que pensamos distinto. No soy restrictivo a la hora de habilitar sino muy generoso para habilitar la instancia, pero muy restrictivo a la hora de considerar qué constituye ese conflicto de poderes. 

Dra. Daniele.- Entonces, no hay mayoría ni para un lado ni para el otro.

Dr. Corti.- En esta idea, lo que creo que él plantea es que estaría dispuesto a decir que efectivamente hay un problema porque no podemos ignorar que el Ejecutivo y el Legislativo siguieron dos caminos diferentes. Entonces, el Ejecutivo plantea el conflicto y la Legislatura no planteó el conflicto y recurrió. Entonces, ahí hay una situación que nosotros no podemos ignorar.

Dr. Mas Velez.- De última, es un debate que se deben entre el Ejecutivo y el Legislativo, lo cual no quita que quepa todavía hoy discutir cuál es el carácter de los mecanismos participativos…

· Se producen diálogos informales entre varios consejeros, que se superponen con la exposición del doctor Mas Velez.

Dr. Mas Velez.- Y de lo que resulte de este expediente, que parecerá un estándar sobre cómo jugar estas cuestiones, sigo pensando que es muy probable que aquellos planteos que hayan sido eficaces de estos tribunales en relación con cierta debilidad en la consideración que ha tenido el Ejecutivo de la relevancia que reviste tener información fácilmente disponible, etcétera, vuelva a hacerlo el día de mañana.

Dr. Corti.- Yo creo que tampoco tenemos que quedarnos en los rótulos muy procesales. Porque creo que planteando lo que dice él, es suficientemente interesante para decir: hasta dónde puede plantear el conflicto el Ejecutivo, si puede ir a referirse a las facultades del Legislativo o no. Hay mucho para señalar: que no han decidido en conjunto hacerlo, que la Legislatura no ha designado al Procurador para hacerlo, etcétera.


Entonces, todos esos son elementos que tienen que ser considerados para evaluar el conflicto. 

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Bueno, si pueden llegar a un acuerdo…

Dr. Duquelsky.- No estamos votando un acto administrativo equis sino fijando criterios de actuación. En ese punto me parece que aun no estando presente en este momento -porque no se trata de una votación formal para aprobar una resolución- el criterio general planteado por Julio también podría ser tenido en cuenta en las palabras que él nos dejó antes de irse, sobre su visión del planteo de la legitimación. Me parece que estaba en la línea que planteaban algunos consejeros.

Dra. Daniele.- Sí, sí, estoy de acuerdo.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Lo que a lo mejor sería prudente es que resolvieran entre ustedes designar dos personas para que redacten una posición. 

Dr. Corti.- Lo que me parece más orgánico, ya que la doctora Di Matteo ha ido buscando y estudiando muchas cosas, es que vaya redactando un texto, y nosotros le podemos hacer los aportes en ese sentido.

Dra. Daniele.- Sí. Y a medida que vaya teniendo cosas, que nos la vaya pasando para irlo mirando y lo integramos.

Dr. Corti.- Creo que eso va a ser más orgánico que si nos reunimos nosotros.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Me gustaría que quedara claro cuál es, en definitiva, la posición, para que yo, el día que haya que hacerlo, tenga la seguridad de que todos los de la posición mayoritaria están de acuerdo.

Dra. Daniele.- Sí, sí, claro.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Entonces, damos por terminada la reunión.

· Son las 17 y 44. 
3) Apéndice. Fundamentos

3.1. Voto del Dr. Mauricio Devoto. 

I. Encuadre de la cuestión respecto del Consejo de la Magistratura

Por oficio 482/09 de fecha 3 de noviembre de 2009, el Tribunal Superior de Justicia, en cumplimiento de la resolución dictada en la misma fecha en el expediente 6836/09 “PODER EJECUTIVO DE LA CIUDAD DE BUENOS AIRES C/ PODER JUDICIAL DE LA CIUDAD DE BUENOS AIRES S/CONFLICTO DE PODERES” corre traslado al Consejo de la Magistratura de la Ciudad de Buenos Aires de la demanda efectuada por el Poder Ejecutivo. 
En dicha resolución, entre otras medidas, el Tribunal Superior de Justicia resolvió declarar la admisibilidad del conflicto de poderes planteado por el Poder Ejecutivo. En sus fundamentos explica el conflicto de poderes regulado por el Art. 113 inciso 1 de la CCBA, las circunstancias fácticas que pueden dar lugar a este tipo de conflicto, el plexo normativo que reglamenta el proceso (Ley 7 y Ley 402), recalca que el conflicto puede involucrar a cualquiera de los tres poderes del estado, y, finalmente, expone las razones que fundamentan la admisión del conflicto en el caso particular.

De lo explicitado en la referida resolución así como en distintas resoluciones dictadas en el mismo expediente y notificadas a este Consejo (295/09 del 11/11/09 y 296/09 del 12/11/09), resulta que el Consejo de la Magistratura es llamado a manifestarse, si así lo decide, sobre la visión o postura institucional del Poder Judicial con relación al conflicto de poderes denunciado por el Poder ejecutivo y declarado admisible por el Superior Tribunal, en los términos del rol que le asigna el Art. 1 de la Ley 31. 

Con esto queda definido el rol y límites que le caben a este Consejo en el marco de este conflicto.

II.-Sobre la admisibilidad del conflicto de poderes

En primer lugar cabe preguntarse sobre las implicancias de la competencia que el Art. 113 inciso 1 de la Constitución de la Ciudad le confiere al Tribunal Superior, y cómo juega esta competencia originaria y excluyente respecto del plexo normativo que rige en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

El Art. 113 inciso 1 de la CCBA establece que es competencia del Tribunal Superior de Justicia conocer originaria y exclusivamente en los conflictos entre los Poderes de la Ciudad.

De la lectura de este artículo resulta claro que el Poder Judicial puede ser sujeto de un conflicto de poderes, y que el Tribunal Superior de Justicia es el que tiene en la Ciudad de Buenos Aires la competencia para dirimir estos conflictos. Asimismo, que el Tribunal Superior no podría ser sujeto activo ni pasivo de este tipo de conflictos. 

Entrar a analizar las razones por las que el legislador adoptó esta solución excede el marco de este análisis, pero sin duda tuvo en cuenta que resultaba conveniente que la competencia recayera en un solo órgano, que el órgano elegido formaba parte del Poder Judicial, y que sus integrantes son designados y removidos por mecanismos especiales y distintos a los del resto de los magistrados inferiores. 

De todo ello se sigue que es el Tribunal Superior de Justicia quien tiene la competencia exclusiva para definir el objeto del conflicto de poderes, y declarar su admisibilidad en caso de corresponder. Contrario sensu, ninguno de los poderes involucrados, ni los organismos o funcionarios que hayan intervenido por ellos, tienen la facultad de definir este objeto. Resulta evidente, asimismo, que declarar la admisibilidad de un conflicto no le hace al Tribunal Superior perder su imparcialidad sobre la cuestión.

Según resulta de la Resolución de fecha 3 de noviembre antes mencionada, a efectos de declarar la admisibilidad del conflicto, el Tribunal Superior consideró al proceso de designación de la candidata propuesta por el Jefe de Gobierno para cubrir la vacante de Juez del TSJ como un proceso complejo en el que intervienen el Poder Ejecutivo y el Poder Legislativo, que podía ser afectado prima facie por medidas judiciales que podían tener como consecuencia: a) impedir la propuesta de la candidata a juez del TSJ formulada por el Poder Ejecutivo: b) Impedir la promoción y desarrollo del trámite en la Legislatura y c) impedir, finalmente, la designación por el Poder Ejecutivo. De allí la conclusión que, “En estas medidas se puede observar la imposibilidad de que ellas y las dispuestas por el Poder Ejecutivo sean simultáneamente cumplidas. Su contenido lleva a que la ejecución de unas importe inexorablemente la frustración de las otras. En esto se aprecia el núcleo de un conflicto de poderes. Sentado lo anterior, en tanto se denuncian interferencias provocadas por diversas resoluciones jurisdiccionales en el desarrollo del aludido procedimiento de designación en desmedro de competencias propias del Poder Ejecutivo, el Jefe de Gobierno se encuentra habilitado para iniciar este conflicto de poderes.”  

El Tribunal  sostiene que “un conflicto de poderes es un conflicto de competencias entre determinados órganos públicos de distintos poderes. Debe presentarse una situación de superposición, yuxtaposición, colisión o usurpación de funciones entre las diversas áreas del poder, que obstaculice el ejercicio de las atribuciones que la Constitución y las leyes confieren a cada una en miras de la acción de gobierno. En suma, son causas de competencia que versan sobre el alcance de las atribuciones constitucionales de cada uno de los poderes locales.” (Res. 296 del 12/11/09).
De esta definición resulta que la declaración de admisibilidad de un conflicto de poderes no implica necesariamente la existencia de una usurpación de funciones ni un cuestionamiento sobre el contenido de las resoluciones o medidas dictadas por un órgano parte del conflicto. En el caso particular, y como resulta de las explicaciones vertidas en distintas resoluciones, resulta claro que la declaración de admisibilidad del conflicto entre Poder Ejecutivo y Poder Judicial por parte del Tribunal Superior no implica que el Tribunal se haya avocado a la resolución de los expedientes, sustrayéndolos de sus jueces naturales, ni que haya realizado imputaciones personales a los jueces intervinientes y mucho menos que las medidas cautelares otorgadas puedan interpretarse como prejuzgamiento sobre el conflicto que se debate. 

Por el contrario, al fundamentar el rechazo de las recusaciones planteadas, el Tribunal en todo momento se encarga de aclarar que los jueces no han sido convocados a defender derechos ni responsabilidades personales sino su visión acerca de los alcances de su competencia funcional, competencia que debe ser ejercida de un modo personal e indelegable. Mas aun, el máximo tribunal sostuvo que “…. la concurrencia con patrocinio letrado por parte de los jueces a los que se dio intervención no resulta acorde con el requerimiento formulado por el Tribunal” (Res. 298 del 17/11/09). 

En este sentido, el Tribunal no cuestiona a los jueces por haber invadido las competencias de otro poder ni por ejercer funciones que les imponen la Constitución, sino que abre una instancia de análisis sobre los efectos que el ejercicio de algunas de estas funciones puede producir respecto de un proceso particular y complejo como la designación de un miembro del Tribunal Superior de Justicia. 

En definitiva, será el Tribunal Superior de Justicia quien deberá “establecer si existe colisión entre medidas dictadas por dos poderes distintos, y si así fuera, determinar cuál debe prevalecer.” (Res. 296 del 12/11/09). De allí el traslado a los jueces para que se expidan sobre su visión sobre el alcance de su competencia. 

En virtud de lo recién expuesto, es que el Tribunal entiende que deben ser los propios jueces que han sido cuestionados quienes deben defender el ejercicio de las competencias que les son propias.

Como dice el Tribunal Superior, “Pretender que la convocatoria a los jueces que dictaron las medidas cuestionadas por el Poder Ejecutivo, para que defiendan la competencia que dicho poder considera exorbitada, es afectar la inmunidad de jurisdicción o la independencia de la judicatura importa tanto como excluir el conflicto de poderes…. en relación con el Poder Judicial.” (Resolución 299 del 17/11/2009). Como ya se ha dicho, este proceso no pone en juego ni la persona ni los derechos de los jueces, sino las competencias que les asisten como tales, por lo que no procede esgrimir la aplicación del Art. 78 de la CCBA en cuanto a la inmunidad de opinión con la que cuentan los diputados. Aquí no hay “interrogatorio”, ni la contestación al traslado que ordena el Tribunal puede ser considerada como una “molestia” por las opiniones que emitan en el ejercicio de sus funciones. El Tribunal asemeja con acierto la contestación que se les requiere a los jueces en el marco del trámite de un conflicto de poderes a los informes requeridos en el marco de una queja por privación, denegación o retardo de justicia. 

Con el pretexto de la alegada inmunidad se llegaría a una consecuencia imposible de aceptar: los órganos permanentes del Poder Judicial serían los únicos exentos de todo control dentro de la organización estatal al no poder ser demandados en un conflicto de poderes. 

Si bien como principio general el Poder Judicial es revisor del accionar de los otros poderes del Estado (Poder Ejecutivo y Poder Legislativo), ello no constituye un principio absoluto y debe ejercérselo prudentemente, sin colisionar con otros principios o institutos receptados por la CCBA o con funciones propias y exclusivas de otros poderes.

Resulta evidente que los jueces involucrados no comparten esta visión ni sus consecuencias. De allí las diferentes cuestiones que esgrimen sobre la falta de legitimación activa del demandante, la legitimación pasiva de ellos para ser considerados parte o demandados, recusaciones a los miembros del TSJ, denuncia sobre avasallamiento de funciones, solicitud de patrocinio letrado, invocación del Art. 78 de la CCBA, etc.

III.- Sobre el procedimiento de conflicto de poderes

Con relación al proceso propiamente dicho, se trata de un proceso con características muy particulares que lo hace diferente de otros procesos. No es un proceso judicial típico. Como dice el Tribunal, “El conflicto de poderes es un proceso constitucional que posee un trámite adjetivo propio regulado por los Art. 11 a 15 de la ley 402. Dicho procedimiento es, precisamente, consecuencia de la determinación constitucional en cuanto a la exclusiva y excluyente instancia originaria por la que cursar ante este Tribunal” (Resolución 298 del 17/11/09).

De allí que el sentido de los términos demanda y contestación, actor y demandado, y “partes” del proceso puedan presentar características particulares. El propio Tribunal reconoce que el Consejo de la Magistratura en tanto no es titular de competencias como las ejercidas por los jueces y que dieron lugar al conflicto, no puede ser su exclusivo defensor, pero como órgano permanente de selección de Magistrados y administración del Poder Judicial de la CABA con la función de asegurar su independencia le cabe ser quien canalice la visión institucional de este poder. 

El Consejo debe cumplir un rol de defensa institucional de la competencia y jurisdicción de la totalidad de los magistrados que componen el  Poder Judicial, mas no hacer las veces de abogado defensor de los jueces intervinientes. Es por ello que entiendo que el rol que debe ejercer el Consejo es un rol de defensa institucional de la independencia judicial en sentido amplio.

En el caso particular cumple el Consejo este rol institucional asistiendo y apoyando a los jueces cuestionados, brindándoles los medios para que puedan ejercer y defender libremente las competencias que la ley les otorga. 

Respecto de los jueces, considero indispensable el llamado a exponer su concepción sobre los alcances de la competencia funcional involucrada. Es por ello que entiendo se los debe citar a que den las explicaciones que consideren necesarias. El propio Consejo los notificó del Plenario Extraordinario en el que se trataría este tema.

Como se dijo, el proceso es complejo. Se compone de distintas etapas sucesivas, pero vinculadas inseparablemente entre sí. Por lo que el Poder Ejecutivo estaría legitimado para plantear la cuestión, y así lo ha entendido el Superior Tribunal.

IV.- Sobre el caso en particular

El Consejo de la Magistratura no ha sido llamado a expedirse sobre la competencia de los jueces. Y está bien que no lo haga, ya que ello implicaría emitir opinión sobre el ejercicio de facultades que son propias de los jueces y no del Consejo. 

Tampoco corresponde al Consejo pronunciarse ni fijar posición sobre argumentos, posiciones doctrinarias, interpretaciones jurisprudenciales u otras circunstancias que la procuración y los jueces involucrados en este caso hayan esgrimido o tenido en cuenta al momento de ejercer sus competencias, que conforman el objeto de un posible conflicto.

Expedirse en un sentido o sostener una determinada posición doctrinaria y pretender que esta opinión influya en un caso concreto haciéndola pasar por la visión institucional excede las competencias de este Consejo, y atenta contra la independencia de los jueces. Independencia de todos los jueces, no solo de los involucrados en este caso. Expedirse en un sentido  permitiría que en otro momento, y según su conformación, el Consejo pueda expedirse en sentido contrario. Esta actitud va en contra de una de las funciones que como Consejo nos cabe, que es defender la independencia de la judicatura. 

Con relación a este punto, es preciso destacar que a todas luces resulta deseable que el organismo encargado de remover a los jueces no siente este tipo de precedentes.

Este Consejo nunca se ha pronunciado ni pretendido influir en las decisiones de los jueces, estén los consejeros de acuerdo o no con las decisiones o medidas que aquellos toman. Mucho menos presionarlos por medio de explicitación de criterios de actuación, instrucciones o directivas cualquiera que sea el sentido de estas. Cabe resaltar que no encuentro en ninguna de las medidas,  resoluciones o presentaciones adoptadas por los jueces, referencia alguna a criterios, instrucciones, posiciones doctrinarias, interpretaciones jurisprudenciales o de otra naturaleza, de tipo general o que puedan vincularse con alguno de los casos en particular, que hayan sido adoptadas por el Consejo de la Magistratura, y que sustenten dichas medidas. Tampoco encuentro consulta previa alguna por parte de los jueces a este Consejo sobre la existencia de criterios o visiones institucionales en relación a las competencias por ellos ejercidas. Y así debe ser. No son facultades del Consejo. Y respecto a ello no interesa la oportunidad. No interesa si es antes o después de ejercida la competencia, antes o después de declarado admisible el conflicto.  

Si el Consejo se expidiera sobre este tipo de temas surgirían diversas cuestiones, por ejemplo: 

1. ¿que sucedería con aquellos jueces que adopten medidas o fallen en un sentido distinto de lo fijado por el Consejo como visión institucional?

2. ¿que sucedería si el Consejo se apartara del criterio que hoy pudiere adoptar, y que circunstancialmente puede coincidir con el de los jueces involucrados en este caso, y avanzara sobre otras definiciones relativas al ejercicio de la competencia y los limites de la jurisdicción que son propias, exclusivas y excluyentes de los propios jueces?

3. ¿qué sucedería con los jueces que no compartieran esos criterios generales, directivas o interpretaciones realizadas por el Consejo?

Repito, aun corriendo el riesgo de ser reiterativo, que una tarea de este tipo realizada por el organismo que tiene como función constitucional expresa la selección y remoción de jueces no podría ser interpretada de otra manera que como una intrusión, como un avance sobre la independencia en el criterio de los jueces.

Esto atentaría contra su función principal, para la cual fueron creados los Consejos: fortalecer la independencia judicial.

En este sentido se debe tener en cuenta que la independencia judicial puede verse afectada tanto por presiones o avances de otros Poderes como dentro del mismo Poder Judicial. Como Consejo tenemos la obligación de resguardar y defender la independencia judicial ante los avances y embates de otros Poderes, pero también respecto del propio Consejo y los jueces, y de cada uno de ellos respecto de los demás. Debemos asegurarle la independencia a cada uno de los jueces para que individualmente puedan ejercer libremente su competencia y jurisdicción. No podemos permitir que este u otro Consejo “baje líneas” o siente precedentes que puedan afectar la libertad jurisdiccional plena de todos y cada uno de ellos.   

Por otra parte, son los jueces y no el Consejo de la Magistratura quienes  detentan las competencias. El Consejo de la Magistratura es la cabeza del Poder Judicial y autoridad máxima en cuestiones administrativas, en funciones no jurisdiccionales. Los Consejeros no estamos para interpretar la ley y sentar precedentes; para eso están los miembros del Tribunal Superior de Justicia. El Tribunal es la autoridad máxima e indiscutida si se trata de cuestiones jurisdiccionales; es el Tribunal el último intérprete de la Constitución.

Personalmente entiendo que los jueces cuestionados han sido los citados a expedirse sobre el ejercicio de sus competencias en los casos particulares. Porque como bien dijo el Tribunal Superior, a ellos corresponde defender sus competencias. 

Como Consejo de la Magistratura no podemos fijar criterios generales de actuación, generar precedentes o directivas relacionadas con la interpretación del ejercicio de la competencia y la jurisdicción ya que ello redundaría en limitar la independencia de los jueces. Lo que en un caso concreto podría parecer la defensa de la actuación de uno o más jueces en otro podría resultar su condena.

En este sentido, cabe hacer una analogía con lo expresado por el Dr. Lozano en el Expte. 4133 “Jefatura de Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/Legislatura de la Ciudad de Buenos Aires s/Conflicto de Poderes”, en la resolución que declara la admisibilidad del conflicto: 

“1. El Jefe de Gobierno, titular del Poder Ejecutivo, ha denunciado una interferencia de la Comisión Investigadora de la Sala Acusadora con lo que estima su prerrogativa de controlar en exclusividad a la titular de la Sindicatura General, y requerido de este Tribunal que ejerza sobre él la competencia del art. 113, inciso 1, de la CCBA. Dicha Comisión desarrolla su labor en el seno de la Sala Acusadora de la que depende. Corrido un traslado del pedido de medida cautelar que acompaña ese planteo, el Sr. Presidente de la Legislatura, Presidente también de la Sala Acusadora, solicita que el trámite sea trabado con la Legislatura, toda vez que la Sala Acusadora no sería apta a ese fin por no ser una persona jurídica. 

Si la calidad de persona jurídica fuese un extremo necesario para ser parte en un conflicto de los que contempla el art. 113, inciso 1, el ejercicio de esa competencia del TSJ quedaría desprovisto de toda ocasión. Ello así, porque los que contempla son conflictos internos a una misma persona: el Gobierno de la Ciudad, protagonizados por algunos de sus órganos en cuanto ejercen competencias que, por su índole, merecen la calificación de “poderes”, y cuyo ejercicio cruzado puede resultar en interferencias que el constituyente consideró indeseables, y a cuya redención destinó una competencia del TSJ. En otras palabras, si la condición de persona fuere una exigencia para ser parte, ni la Legislatura ni el Jefe de Gobierno podrían serlo, pues lo muy elevado de su función no los convierte en sujetos de derecho.
Visto desde otro ángulo, las controversias judiciales, tengan la forma estricta de una causa como ocurre con la mayoría de ellas, o no, como ocurre con la presente, tienen en común que se traban entre quienes —personas, generalmente, u órganos como en este caso— poseen o pretextan algún poder de disposición acerca de la materia controvertida; más aún, sería inconcebible una controversia si los contendientes no asumieran recíprocamente esa capacidad.

Ello sentado, no hay razones en la CCBA para trabar el presente conflicto con la Legislatura. Hacerlo supondría convertir en parte del debate a un órgano que no generó el conflicto, ni pudo generarlo, ni puede desactivarlo. Precisamente por ello, daría ocasión a situaciones bien alejadas de lo que la CCBA busca con la división de atribuciones que ha instalado. Por ejemplo, una Legislatura que discrepara con la Sala Acusadora, cosa no imposible, podría allanarse, en perjuicio de las competencias de esta última. En otro escenario, una Sala Acusadora que viera interferidas sus competencias no podría plantear el conflicto del art. 113, inciso 1, puesto que el art. 11 de la ley 402, en la lectura literal que abona la tesis que desecho, no la identifica como actora, no obstante que su poder es uno previsto en el título III del Poder Legislativo de la CCBA, y le ha sido confiado en exclusividad. Dependería a ese fin de la Legislatura, solución visiblemente opuesta al sentido de los arts. 92 y 93 de la CCBA. Otra sugestiva consecuencia de una lectura a pie juntillas del art. 11 es que, habida cuenta de que la Sala Acusadora no está legitimada para promover el conflicto, o resistir la demanda, y al mismo tiempo no están en juego competencias de la Legislatura, habría que concluir no que la Legislatura es parte en lugar de serlo la Sala Acusadora sino que el conflicto no es sometible al TSJ. En otras palabras, sustituir a la Sala Acusadora por la Legislatura como parte demandada, convertiría el proceso en una parodia. 


Por ello, corresponde dar traslado de la demanda a la Sala Acusadora.”

V.- Propuesta de base para contestación de demanda 

Teniendo en cuenta lo anteriormente expresado, entiendo que el Consejo debería expedirse en el siguiente sentido:

· Contestar el traslado de la demanda.

· Ratificar expresamente la procedencia de todo lo actuado por el Tribunal Superior de Justicia.

· Rechazar las imputaciones realizadas por el Procurador respecto de un posible complot de diversos jueces del Poder Judicial que, “con evidente intencionalidad política” y por medio de distintas medidas y maniobras, han interferido en el accionar de los poderes Ejecutivo y Legislativo, así como la calificación de “vías de hecho” de las medidas adoptadas por los jueces.

· Manifestar que corresponde a los jueces ejercer la defensa de su competencia. 

· Fijar la posición de que el Consejo cumple un rol de defensa institucional de la competencia y jurisdicción de la totalidad de los magistrados que componen el Poder Judicial de la Ciudad de Buenos Aires. Lo dicho implica que en el caso particular no le corresponde al Consejo ejercer la defensa de los jueces intervinientes más allá de lo sostenido en el punto anterior. Como el Consejo debe respetar y defender la independencia de cada uno de los jueces involucrados así como la de los demás jueces que integran el Poder Judicial y que no son parte de este proceso, tampoco le corresponde al Consejo pronunciarse ni fijar posición sobre argumentos, posiciones doctrinarias, interpretaciones jurisprudenciales u otras circunstancias que la procuración y los jueces involucrados en este caso hayan tenido en cuenta al momento de ejercer sus competencias, que conforman el objeto de un posible conflicto.

En virtud de lo antedicho el Consejo cumple este rol institucional asistiendo y apoyando a los jueces cuestionados, brindándoles los medios para que puedan defender libremente las competencias que la ley les otorga y que libremente y sin condicionamientos han ejercido.

· Reconocer la posibilidad de la existencia de un conflicto de poderes, tomando en consideración la definición de conflicto de poderes indicada en el punto anterior y las características de los hechos y medidas de las que el Consejo ha sido notificado. 

· Expresar que es precisamente el propio Tribunal Superior de Justicia quien resulta competente para determinar si existe o no conflicto de poderes, analizar y realizar las interpretaciones que estime corresponder, y, de admitir la existencia de conflicto, adoptar las medidas que fueren necesarias para hacerlo cesar.

3.2. Voto de la Dra. Liliana Blasi

Como lo ha sostenido el TSJ en la resolución del 12/11/09, “el objeto de este proceso y el examen que tocará practicar al tiempo de emitir la resolución definitiva se limita a establecer si existe colisión entre medidas dictadas por dos poderes distintos y, si así fuera, determinar cual debe prevalecer”, sin implicar una revisión o avocación por parte del TSJ de las causas en las que se tomaron las medidas que motivan el planteo del PE. 

Corresponde, en primer lugar, confirmar el rol que debe asumir el Consejo de la Magistratura de la Ciudad Autónoma de la Ciudad de Buenos Aires en el marco de un proceso constitucional especial como el que nos convoca. En palabras del TSJ en la resolución del 11/11/09, el Consejo de la Magistratura, “en tanto no es titular de competencias como las ejercidas por los jueces y que dieron lugar al conflicto, (...) no puede ser su exclusivo defensor. Empero, dado que es el “...órgano permanente de selección de magistrados y administración del Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires con la función de asegurar su independencia” (art. 1 de la ley 31), le cabe ser quien canalice la visión institucional del apuntado poder”. En tal sentido, considero que en el caso el “asegurar su independencia” importa delimitar previamente el ámbito de ejercicio de competencias constitucionales que corresponden a cada uno de los poderes involucrados en este caso.

El art. 113, inc. 1 de la CCABA, para salvaguardar la supremacía constitucional, atribuye competencia en forma originaria y exclusiva al TSJ para entender por la vía del conflicto de poderes en aquellos casos en los que se verifique un conflicto de competencias entre órganos públicos. En cuanto al alcance de dicho resorte institucional, el TSJ ha dicho que “el conflicto de poderes no se da solo cuando un poder se arroga una competencia asignada a otro. También ocurre cada vez que un poder interfiere indebidamente en el ámbito de competencias de otro aunque no asuma su ejercicio. La colisión abarca tanto la invasión como la interferencia u obstaculización del ejercicio de las competencias asignadas por la CCBA a cada uno de los poderes del Estado”  (resolución 12/11/09). 

La vía adoptada es admisible por cuanto, prima facie, se verifica objetivamente una superposición como la mencionada, en el caso, en el libre tratamiento de la propuesta del PE, toda vez que, tal como lo destacara el TSJ en su resolución del 3/11/09, en las medidas dictadas por los jueces “se puede observar la imposibilidad de que ellas y las dispuestas por el Poder Ejecutivo sean simultáneamente cumplidas. Su contenido lleva a que la ejecución de unas importe inexorablemente la frustración de otras. En esto se aprecia el núcleo del conflicto de poderes”. La intervención del TSJ tiene como finalidad garantizar el normal desarrollo del proceso complejo bajo estudio y la “institucionalidad de los procedimientos y decisiones que los poderes adopten en ejercicio y cumplimiento de los deberes a su cargo” (resolución del 26/11/09).

En cuanto a la legitimación activa del Poder Ejecutivo sostengo, en consonancia con lo que ha resuelto el TSJ, que la naturaleza del proceso complejo de designación de un Magistrado del TSJ justifica un planteo como el presentado ya que la interferencia cuestionada afecta el normal desenvolvimiento de las etapas sucesivas (pero inescindiblemente vinculadas entre si) que culminan en el acto político-institucional complejo de designación, particularmente en circunstancias en las que la aludida obstaculización amenaza por frustrar el ejercicio de las competencias atribuidas privativamente a cada uno de los poderes involucrados (PE y PL); máxime cuando las medidas judiciales dictadas atacan el acto emitido por el PE.
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